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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-16376-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	01-12-12
	COTIZACIÓN BÁSICA DE LOS FUNCIONARIOS ACTIVOS Y DE LOS PENSIONADOS

-Artículo 70 de la Ley No. 7531 del 10 de junio de 1995. Reforma integral del sistema de pensiones y jubilaciones del Magisterio Nacional. 

La norma cuestionada señala: “Todos los funcionarios activos cubiertos por este Régimen, así como los pensionados, sea que hayan adquirido su derecho al amparo de esta ley o de cualquiera de las anteriores, sean estas la No. 2248, del 5 de setiembre de 1958 y sus reformas o la No. 7268, del 14 de noviembre de 1991 y su reforma, *(cotizarán en favor del Estado), según la siguiente tabla: 

a) Hasta dos veces la base cotizable, con el diez por ciento (10%) de su salario o pensión. 
b) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta cuatro veces la base cotizable, con el doce por ciento (12%) de su salario o pensión. 
c) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta seis veces la base cotizable, con el catorce por ciento (14%) de su salario o pensión. 
d) Sobre el exceso de lo establecido en el inciso anterior y hasta el monto establecido en el artículo 41 de esta ley, con el dieciséis por ciento (16%) de su salario o pensión. 

Debe entenderse por base cotizable, el salario base más bajo pagado por la Administración Pública. 


Se acusa que se le rebajo un 16% de la pensión como impuesto de solidaridad al régimen de pensiones del Magisterio Nacional, la cual era una medida temporal y se convirtió en una medida definitiva. Se afirma que entre este rubro y el impuesto sobre la renta, se rebaja mucho dinero a los pensionados, lo que los obliga a vivir con muy poca liquidez en su pensión. 


	12-16673-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-12-12
	LIMITES DE RESERVA FORESTAL DE GOLFO DULCE

-Decreto Ejecutivo No. 8494-A del 28-04-1998, reformado por los Decretos 9388 del 30-11-1978 y 10142 del 12-06-1979. Reserva Forestal de Golfo Dulce. 

Se acusa que se establecieron los límites de una zona protegida, sin respetar su derecho de posesión. 



	12-16675-0007-CO

Consulta Judicial

	06-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009, en relación con los artículos 24 y 74 todos del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política. 



	12-16676-0007-CO

Consulta Judicial

	06-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009, en relación con los artículos 24 y 74 todos del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política. 



	12-16677-0007-CO

Consulta Judicial

	06-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009, en relación con los artículos 24 y 74 todos del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política. 



	12-16684-0007-CO

Consulta Judicial

	06-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009, en relación con los artículos 24 y 74 todos del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política. 



	12-16698-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	06-12-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA PRIMERA SOBRE ARBITRAJE

-Jurisprudencia de la Sala I de Casación en relación con el artículo 67 de la Ley de Resolución Alternativa de Conflictos y Promoción de la Paz Social. 

Se ha sentado jurisprudencia, en el sentido de que cuando se anula un laudo, por violación al debido proceso, no reenvía el asunto al Tribunal Arbitral para que dicte uno nuevo. Asimismo, se ha indicado que para determinar si el laudo padece de ausencia o insuficiencia de motivación entra a conocer el fondo del asunto. Considera el accionante que la jurisprudencia viola el contenido esencial del derecho de someter las divergencias patrimoniales a arbitraje y el derecho a la tutela judicial efectiva.  



	12-16761-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-12-12
	PENSIÓN DEL MAGISTERIO NACIONAL
-Artículo 7 de la Ley No. 7531. Reforma Integral de Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio
-Ley No. 8236. Reforma del artículo 2° de la Ley N° 7531
La norma señala que quedan cubiertas por el Régimen de capitalización colectiva (RCC), todas las personas que se desempeñen en el Magisterio Nacional y hayan sido nombradas, por primera vez, con posterioridad al 14 de julio de 1992. 
    Los funcionarios activos del Ministerio de Educación Pública (MEP) que, por ocupar cargos a tiempo completo en la dirigencia de organizaciones gremiales, corporativas y sindicales, directamente vinculadas con el Magisterio Nacional, hayan disfrutado de licencia sin goce de salario en el ejercicio de esa representación, tendrán derecho a que el tiempo destinado a esa actividad se les reconozca como años de servicio, únicamente para efectos de pensión. En ningún caso ese tiempo podrá exceder de diez (10) años. A efecto de que este tiempo resulte hábil para adquirir el derecho jubilatorio, esas personas deberán haber cotizado sobre los salarios devengados mientras ostentaron la representación.
Se acusa que en el caso concreto de la accionante, no se le permite pensionarse por la Ley 2248, que le corresponde.

	12-16771-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-12-12
	DERECHO DE CIRCULACIÓN DEL 2013

-Ley No. 6324 y sus reformas. Ley de Administración Vial. 

Se acusa que se dio una creación administrativa de una carga adicional al pago de la póliza del seguro obligatorio de vehículos. Se solicita que se suspendan el pago del derecho de circulación del 2013 y la devolución del mismo a quienes ya pagaron. 



	12-16816-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	07-12-12
	MONOPOLIO DE LICORES

-Ley de Licores y Tabaco. No. 10 del 07 de octubre de 1936

La norma otorgó a favor del Estado la destilación y fabricación de guaro, así como la comercialización del alcohol a FANAL.



	12-16816-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	10-12-12
	MONTOS DE PENSIONES DE LA CCSS

-Artículos 23, 24, 25, 26, 28 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS. 

Se acusa que las pensiones no son acordes con el costo de la vida, ni equiparables con los salarios que tienen los trabajadores activos. A juicio del accionante, esta diferencia lesiona lo dispuesto en el artículo 33 de la Constitución Política.

	12-16951-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-12-12
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE RECOPE

-Artículo 113 y 156 de la Convención Colectiva de RECOPE 2011-2012
-Artículos 4, 9, 10, 13, 18 y 22 de las Normas para la Evaluación del Desempeño de RECOPE

Se regula el aumento salarial del 4% al 5% sobre el salario base actualizado de los funcionarios de RECOPE, reconociendo un triple incentivo salarial, a partir de un mismo supuesto de hecho, toda vez que se reconocen anualidades, aumentos anuales, un monto fijo acumulativo por la calificación se servicios obtenida por evaluación del desempeño, todo a partir de los años de servicio.

	12-16954-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	11-12-12
	SANCIONES A MILITANTES POR INVESTIGACIONES PENALES EN EL PARTIDO LIBERACIÓN NACIONAL

-Artículo 131 del Estatuto del Partido Liberación Nacional

La norma impugnada suspenda la militancia y participación política en el PLN a quien enfrente un proceso, entre otros delitos “contra los intereses del estado” o “cualquier delito grave”. Señala que no se defineque es un delito grave y además, el caso que enfrenta, está en investigación. 

	12-16919-0007-CO

Consulta Judicial

	11-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009 del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política.

	12-16922-0007-CO

Consulta Legislativa

	11-12-12
	ACUERDO DE SERVICIOS AÉREOS CON BRASIL

-Aprobación del Acuerdo de Servicios Aéreos entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de la República Federativa de Brasil. Expediente No. 18.244

	12-16926-0007-CO

Consulta Legislativa

	11-12-12
	CONVENCIÓN DE ASISTENCIA FISCAL

-Aprobación de la Convención sobre la Asistencia Administrativa Mutua en materia fiscal, en su forma enmendada por el Protocolo del 2010 y sus anexos. Expediente Legislativo No. 18.420

	12-16928-0007-CO

Consulta Legislativa

	11-12-12
	ESTATUTOS DE ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS

-Aprobación de los Estatutos y el Reglamento Orgánico de la Organización de Estados  Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Expediente Legislativo 18.398

	12-16996-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-12-12
	RECURSO DE APELACIÓN EN MATERIA PENAL

-Transitorio III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. No. 8837.
-Jurisprudencia de la Sala Constitucional en el sentido de que el derecho a la asistencia consular se cumple con la notificación al cónsul del país del detenido extranjero. 

Se cuestionan las limitaciones de acceso al recurso de apelación en materia penal.

	12-16999-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-12-12
	SEGURO DE COBERTURA TOTAL AVEHÍCULOS DE USO DISCRECIONAL 

- Artículo 18 y 72 del Reglamento de Transportes del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados

La norma regula que los vehículos de uso discrecional para los altos funcionarios de la Institución y algunos otros casos especiales, sí se les cancela seguro de cobertura total, mientras que los vehículos de trabajo que usan los demás funcionarios para el ejercicio de sus funciones, NO tienen seguro de cobertura total. Lo cual resulta contrario al artículo 33 de la Constitución debido a la discriminación clara entre los funcionarios de Alto Rango con el resto de funcionarios.

	12-16982-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-12-12
	MEDIDAS DE PROTECCIÓN A FAVOR DE PERSONA MENOR DE EDAD

- Consulta Judicial sobre el tanto si la interpretación jurisprudencial vigente del Tribunal de Familia, es acorde con el principio de protección integral de la persona menor de edad, por cuanto la normativa que el proceso especial de protección, en sede administrativa, cuenta con los requerimientos que la norma marco de la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 19 preceptúa como una obligación de Estado.

	12-17013-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	12-12-12
	PERMISOS PARA LIBERACIÓN AL AMBIENTE DE MATERIAL TRANSGÉNICO

-Artículo 117, 118 y 132 del Decreto Ejecutivo No. 26921-MAG del 20 de marzo de 1998. Reglamento a la Ley de Protección Fitosanitaria.

Se acusa que las normas no establecen lo relativo a participación ciudadana y los estudios de impacto ambiental, en el trámite de permisos para la liberación al ambiente de organismos genéticamente modificados. (material transgénico)

	12-17067-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-12-12
	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR INDEMNIZACIÓN A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA


El artículo 198 de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, el cual es aplicado en el caso tramitado bajo el expediente 07-892-185-CT-3, en el Tribunal Constencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 

La norma   regula que el derecho de reclamar la indemnización a la Administración prescribirá en cuatro años, contados a partir del hecho que motiva la responsabilidad.

	12-17082-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	13-12-12
	LEY DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS


Acción de Inconstitucionalidad contra le Ley 9047 del 25 de junio de 2012, “Ley de regulación y Comercialización de bebidas con contenido Alcohólico”, específicamente los artículos 3, 8 inciso b), 9 inciso l) y 14 inciso c) y transitorio I.

La nueva ley 9047, convierte las patentes en licencias, vaciando expresamente mediante Ley, el contenido económico que convertía la naturaleza de la patente en un activo.

	12-17149-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-12-12
	ACCESO DE ACREEDORES ALIMENTARIOS AL SALARIO ESCOLAR DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS


Decreto 30955-MCM-H-MTSS, sobre regulación del acceso de los acreedores alimentarios al salario escolar de los servidores públicos.

El decreto ley determina que cuando se le rebaja al deudor alimentario el monto de pensión automáticamente, el monto del salario escolar no va de conformidad como se hace a los deudores alimentarios del sector privado, que es de conformidad con los gastos reales del estudiante, sino que se le rebaje automáticamente un monto de pensión igual al que se imponga.

	12-17159-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	14-12-12
	CÓDIGO ELECTORAL



Sección ll-De la Contribución Estatal (Artículos 89 a 98), Sección Ill-De la Contribución Estatal para ios Procesos Eiectorales Municipales (Artículos 99 a 102), Sección IV-Comprobación y Liquidación (Artículos 103 a 107), Sección V-Bonos de Contribución Estatal (Artículos 104 a 114) y, Sección Vl-Cesión de Derechos de Contribución Estatal (Artículos 115 a 119) del Capítulo: Régimen Económico de ios Partidos Políticos del nuevo Código Electoral (Ley
 No. 8765). La (misma) Ley N° 8765 (Código Electoral), y la Resolución No. 4250-E8-2009 del 11 de septiembre del 2009 del Tribunal Supremo de Elecciones.

Según los accionates estas normas regulan las competencia electoral, así como delegaciones y renuncias formales y prácticas de funciones propias del Estado y de sus instituciones, contenidas, promovidas y facilitadas por la promulgación del nuevo Código Electoral (Ley No. 8765) de fecha 19 de agosto dei 2009 y, por la reglamentación e interpretaciones dadas al mismo por el Tribunal Supremo de Elecciones y, las actuaciones que con base en las mismas implementaron y ejercieron durante el último proceso electoral, los Partidos Políticos, los Bancos Públicos (y sus funcionarios) y Privados regulados y supervisados por el Estado, la legislación financiera, la Administración Pública y los órganos Especializados. 

	12-17177-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	17-12-12
	BEBIDAS ALCOHÓLICAS

Ley de Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico, Ley Número 9047, aprobada el 14 de junio de 2012.

Se impugna la Ley por cuanto en el procedimiento de formación de este Ley hubo un proyecto original, Primer Dictamen de Mayoría, Segundo Dictamen Vía 154 y Mociones de Fondo vía 137. Hubo cambos sustanciales en cada etapa del procedimiento de formación de esta Ley, los cambios le dan énfasis no solamente al consumo, sino a la comercialización que involucra clases de licencia, horarios, publicidad, prohibiciones, sanciones en vías públicas y sitios públicos. Sin embargo, solamente se aplicaron el principio de publicidad y consulta en proyecto original

	12-17213-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	17-12-12
	NUEVO DISTRITO EN SAN MATEO DE ALAJUELA

Decreto Ejecutivo Número 37-2012 publicado en el Alcance Digital número 144 del diario oficial “La Gaceta” número 189 del día 1 de octubre del 2012, y el artículo 14 de la Ley sobre División Territorial Administrativa, Ley Número 4366 del 23 de agosto de 1969.

Mediante el Decreto se crea un cuarto y nuevo distrito en el cantón de San Mateo de la Provincia de Alajuela, el cual se denominó “Distrito Labrador”

	12-17258-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	18-12-12
	SUSPENSIÓN DE COMPARECENCIA EN CONTRALORÍA

-Artículo 43 inciso 7) del Reglamento de Organización y Servicio de las potestades disciplinarias y anulatoria en Hacienda Pública de la Contraloría General de la República.

La norma impugnada regula las ausencias justificadas a una comparecencia y determina que esta comparencia no será suspendida sino que se debe nombrar otro representante para que asista.

	12-17344-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	19-12-12
	DELITOS INFORMÁTICOS 

-Artículo 288 del Código Penal reformado a través de la Ley Número 9048, Ley de 
Reforma de varios artículos y modificación de los denominados Delitos Informáticos.

La norma regula la sanción correspondiente a quién obtenga indebidamente informaciones secretas políticas o de los cuerpos de policía nacionales o de seguridad concernientes a los medios de defensa o a las relaciones exteriores de la nación, o que afecta la lucha contra el narcotráfico o el crimen organizado. 

Se acusa que la ley se convierte en uno de los principales frenos para que se dé la verdadera rendición de cuentas en la política nacional.

	12-17370-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	19-12-12
	SANCIONES POR SISTEMA DE CÁMARAS

- Artículo 150 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, Ley número 7331

La norma impugnada establece la sanción realizada por el sistema automático de cámaras

	12-17390-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	PATENTES A PROFESIONALES LIBERALES

-Artículo 40 y 64 inciso c) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Pérez Zeledón, Ley número 8821

La norma impugnada establece la obligación del pago del impuesto derivado de la existencia de una licencia. Con la norma se pretende exigir y cobrar el monto respectivo de la patente a los profesionales liberales

	12-17402-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	CONCURSO EN LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL

- Artículo 13 del Reglamento de Concursos para el Nombramiento en Propiedad en IR Caja Costarricense de Seguro Social

Se considera que la norma impugnada limita la experiencia para la obtención de la plaza en propiedad a que, “los períodos inferiores a un año, no obtendrán puntaje alguno”; esto sin lugar a dudas conlleva a una violación directa a mis derechos constitucionales.

	12-17406-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	PLAN REGULADOR DE ESCAZÚ
-Artículos 16.2.2 inciso d y 16.2 del Plan Regulador de Escazú

Se considera que la norma impugnada representa una expropiación, en el sentido de que se restringe el derecho del goce y disfrute de un bien, por cuanto impiden construir en un determinado terreno

	12-17412-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	TOPE MÁXIMO DE 20 AÑOS DE CESANTÍA EN CONVENCIÓN COLECTIVA

- Artículo 78 inciso a) de la cuarta modificación a la Convención Colectiva de Trabajo del Consejo Nacional de Producción.

Se cuestiona por inconstitucional la frase “hasta 25 años” contenida, en el artículo 78 inciso a) de la Cuarta Modificación a la Convención Colectiva de Trabajo del Consejo Nacional de Producción (CNP) -homologada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social mediante el oficio N° DRT-097-1988 del 11 de marzo de 1988. También se cuestiona -en sentido estricto-, la existencia de una norma convencional que supera, el tope máximo de veinte años por reconocer por concepto de cesantía establecido en la jurisprudencia de esa Sala Constitucional, toda vez que dicha disposición reconoce a los funcionarios del CNP -y solo a ellos- un pago de hasta VEINTICINCO años.



	12-17413-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	TOPE MÁXIMO DE 20 AÑOS EN CONVENCIÓN COLECTIVA


- Artículo 45 de la IV Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal
Se cuestiona por inconstitucional el artículo 45 de la IV Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal -homologada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social mediante el oficio N° 434-2012 de las 15:00 horas del 18 de setiembre de 2012-. También se cuestiona la existencia de una norma convencional que no establece un tope o límite de años por reconocer por concepto de cesantía, toda vez que dicha disposición reconoce a los funcionarios de del Banco Popular y de Desarrollo Comunal (BPDC) -y solo a ellos- un pago por concepto de cesantía por cada año de servicios prestados en la entidad bancaria sin establecer un límite de años.

	12-17414-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	TOPE MÁXIMO DE 20 AÑOS EN CONVENCIÓN COLECTIVA

-Artículo 142 inciso d) de la Convención Colectiva de Trabajo 2011-2012 de la Refinadora Costarricense de Petróleo.

Se cuestiona por inconstitucional el 142 inciso d) de la Convención Colectiva de Trabajo 2011-2012 de la Refinadora Costarricense de Petróleo. Se cuestiona la existencia de una norma convencional que supera el tope máximo de veinte años por reconocer por concepto de cesantía establecido en la jurisprudencia de la Sala Constitucional, ya que ser reconocer un pago hasta de veinticuatro meses

	12-17415-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	TOPE MÁXIMO DE 20 AÑOS EN CONVENCIÓN COLECTIVA

-Artículos 27 y 28 de la Quinta Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de San José

 Se cuestiona la existencia de una norma convencional que no establecen un tope o límite de años por reconocer por concepto de cesantía, toda vez que dichas disposiciones reconocen a los funcionarios de la Municipalidad de San José –y solo a ellos- un pago por concepto de cesantía por cada año de servicios prestados en la municipalidad sin establecer un límite de años.



	12-17417-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	TOPE MÁXIMO DE 20 AÑOS EN CONVENCIÓN COLECTIVA

-Artículo 60 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Turrialba

Se cuestiona la existencia de una norma convencional que no establece un tope o límite de años por reconocer por concepto de cesantía, toda vez que dicha disposición reconoce a los funcionarios de la Municipalidad de Turrialba –y solo a ellos- un pago por concepto de cesantía por cada año de servicios prestados en la municipalidad sin establecer un límite de años

	12-17421-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	20-12-12
	COSTAS PROCESALES EN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

-Jurisprudencia de la Sala Primera y el Tribunal Contencioso Administrativo.

Se considera que la jurisprudencia impugnada es inconstitucional por cuanto establece “CONTRA LEGEM” que el rubro de las costas procesales corresponde y se giran a la parte y no al abogado, tal como lo establece la Ley.



	12-17457-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	21-12-12
	NORMA ATÍPICA. RESERVA FORESTAL RÍO PACUARE

-Artículo 26 de la Ley de Presupuesto No. 7018 del 20 de diciembre de 1986. Creación de la Reserva Forestal Río Pacuare.

Se acusa que mediante una norma atípica se establece una reserva forestal, que afecta la propiedad de los accionantes.



	12-17473-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad
	21-12-12
	REFORMA AL RECURSO DE REVISIÓN EN LA LEY DE APELACIONES

-Artículo 2 de la Ley No. 8837 que derogó el artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. 

Se cuestiona que la norma derogó la posibilidad de plantear el recurso de revisión por violación al debido proceso, lo que considera violatorio del principio de progresividad. Se acusa además que el trámite legislativo no cumplió las formalidades de ley. 



	12-17528-0007-CO
Consulta Judicial
	26-12-12
	UTILIZACIÓN DEL CRITERIO DE OPORTUNIDAD EN CASOS DE BAGATELA

-Artículo 208 reformado por Ley No. 8720 del 04 de marzo del 2009, en relación con los artículos 24 y 74 todos del Código Penal. 

Se cuestiona la inaplicación de criterios de oportunidad por bagatela, en casos que objetivamente si lo ameritan y sin razonarse debidamente la discriminación que se hace entre uno y otro procedimiento, es una actuación del Ministerio Público, que consideran, violentan el artículo 33 de la Constitución Política. 



	13-00002-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad

	31-12-12
	CONVENIOS DE CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS

-Artículo 115 de la Ley de Contratación Administrativa. Publicada en La Gaceta No. 210 del 02 de noviembre del 2006. Decreto Ejecutivo No. 33411-H

La norma regula lo relativo a los convenios para la contratación de bienes y servicios por un plazo hasta de cuatro años. Afirma el accionante que la redacción del artículo es ambiguo e impreciso. Se considera que un plazo tan amplio de contratación no es conveniente. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-008591-0007-CO

Voto 2012-17012
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 113 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 113 del Reglamento Autónomo de organización y Servicio del Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, publicado en La Gaceta número 242 del 20 de diciembre de   1993, por considerarlo contrario al derecho a la seguridad social, a la solidaridad, al derecho a la salud y al trabajo. Por los efectos de esta declaratoria, se dispone que el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal deberá mantener la incapacidad y, consecuentemente, el pago del subsidio, mientras según criterio médico subsista el motivo de esta. Esta sentencia tiene efecto declarativo a partir de la anulación de la norma impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Mora y Rueda salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Notifíquese a las partes.-



	11-008838-0007-CO

Voto 2012-17013
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 14 del Estatuto de Servicio Civil. Se declara sin lugar la acción.-



	12-007086-0007-CO

Voto 2012-17016
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 156 Al 162 del Código Penal. Se rechaza de plano la acción.



	12-009435-0007-CO

Voto 2012-17018
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Reforma a los artículos 55 Y 58 Del Reglamento Autónomo De Servicios Del Tribunal Supremo De Elecciones, Realizado por medio de Decreto Del Tribunal Supremo De Elecciones Número 03-2012 Del 22 De Marzo De 2012. Se rechaza de plano la acción. 



	12-010695-0007-CO

Voto 2012-17019
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad Contra Ley De Cobro Judicial N.7135, Artículos 73 Incisos a y d, 75 Y Siguientes. Se rechaza de plano la acción. 



	12-014693-0007-CO

Voto 2012-17028
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 3,8.b, 9.l,14.c Ley Regulación y Comercialización de Bebidas con Contenido Alcohólico. Se rechaza de plano la acción, en cuanto se alega la violación al procedimiento parlamentario de aprobación de la Ley No. 9047 por no haberse consultado el texto sustitutivo a las Municipalidades del país. Se deniega el trámite de esta acción respecto a la acusada inconstitucionalidad del artículo 8 impugnado. En lo demás, acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-011881-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma. El Magistrado Castillo pone nota según las consideraciones expuestas en el último considerando. 



	12-016155-0007-CO

Voto 2012-17045
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento del Curso de Ética Profesional Jurídica. Se rechaza de plano la acción. 



	12-016246-0007-CO

Voto 2012-17048
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 140 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-016368-0007-CO

Voto 2012-17052
	05-12-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Resoluciones del Instituto Nacional de Seguros PE-2012-01060 y DJUR-02538-2012. Se rechaza de plano la acción.-



	10-000782-0007-CO

Voto 2012-17058
	05-12-12
	A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 34958 MINAET-COMEX, publicado en el Alcance No. 53 de la Gaceta No. 242 del 15-12-2008. "Reglamento al artículo 80 de la Ley de Biodiversidad", por estimarlo contrario a los artículos 1, 9 y 50 de la Constitución Política. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el Decreto Ejecutivo No. 34958 MINAET-COMEX, publicado en el Alcance No. 53 de La Gaceta No. 242 del 15 de diciembre de 2008, que es el Reglamento al artículo 80 de la Ley de Biodiversidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	11-014106-0007-CO

Voto 2012-17059
	05-12-12
	A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Decreto 24025-MP De 13 Enero 1995 y la Circular de la Dirección General De Servicio Civil Número DG-009-2009. Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, del artículo 2º del Decreto Ejecutivo No. 24025-MP de 13 de enero de 1995, se elimina la palabra "regulares", entendida como funcionarios en propiedad y, del oficio-circular DG-009-2009 de la Dirección General de Servicio Civil, apartado 1., se elimina la frase ". No existe legalmente ningún mecanismo para nombrar interinos que no sean servidores regulares, por otro medio que no sea el concurso externo." Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- El Magistrado Castillo salva el voto y declara sin lugar la acción. 



	11-011315-0007-CO

Voto 2012-17060
	05-12-12
	A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 18, 31, 33, 89, 96, 209, 125, 252, 253, 254, 255, 256 Y 257 Ley De Migración Y Extranjería. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Castillo pone nota. 



	11-006088-0007-CO

Voto 2012-17579
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 63 Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Hacienda. No ha lugar a la gestión formulada. 



	11-015749-0007-CO

Voto 2012-17583
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el articulo 7 De La Ley No 6693 Del 27 De Noviembre De 1981 que creó El Consejo Nacional De Enseñanza Superior Universitaria Privada CONESUP. Se declara parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra el artículo 7 de la Ley No. 6693 de 27 de noviembre de 1981 por la que se creó el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (CONESUP) de 27 de noviembre de 1981. En consecuencia, se anula el plazo de cuatro meses estipulado por violación al principio de razonabilidad así como la palabra "inmediata" del párrafo primero de esa norma por transgredir el derecho de defensa y las garantías del debido proceso. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. En cuanto al quebranto del principio de igualdad, se desestima la acción. Notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa para lo de su cargo y a todas las partes. 



	12-007310-0007-CO

Voto 2012-17584
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 71 bis inc. d) de la Ley 7331. Se rechaza de plano la acción. 



	12-007955-0007-CO

Voto 2012-17586
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 135 Inciso A) De La Ley De Transito. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-013560-0007-CO

Voto 2012-17590
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta  minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 53 De La Ley Del Colegio Federado De Ingenieros Y Arquitectos, Artículos 4 Parte Ch) inciso e) Del Arancel De Servicios De Consultaría, decreto Ejecutivo 18636-MOPT, Artículos 24,26,45 Del  Código De Ética Del Colegio Federado De Ingenieros Y Arq. No ha lugar a la gestión formulada. 



	12-013891-0007-CO

Voto 2012-17591
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Sociedad De Seguros De Vida Del Magisterio Nacional. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-014106-0007-CO

Voto 2012-17592
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito. Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente número 12-013927-0007-CO ante esta Sala. 



	12-014679-0007-CO

Voto 2012-17597
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 437 Y 467 Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.



	12-015548-0007-CO

Voto 2012-17639
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 51 De La Ley 7800 Ley De Creación Del Instituto Costarricense Del Deporte Y La Recreación. Se deniega el trámite a esta acción. 



	12-015995-0007-CO

Voto 2012-17694
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Inciso C Del Articulo 3 Del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción. 



	12-016043-0007-CO

Voto 2012-17697
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículos 274 Inciso A, 275,276 Inciso A Y 128 Del Código Electoral. Se deniega el trámite a esta acción. 



	12-016155-0007-CO

Voto 2012-17704
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Reglamento del Curso de Ética Profesional Jurídica del Colegio de Abogados. No ha lugar a al gestión formulada 



	12-016293-0007-CO

Voto 2012-17710
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la Inscripción, Importación, Comercialización y Publicidad de Recursos Naturales Industrializados y con Cualidades Medicinales". Se rechaza de plano la acción. 



	12-016376-0007-CO

Voto 2012-17714
	12-12-12
	A las catorce  horas con cincuenta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 70 de la Ley 7531. Se rechaza de plano la acción. 



	10-004488-0007-CO

Voto 2012-17740
	14-12-12
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción contra el artículo 15 párrafo 3 del Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas y artículo 16.1 de la Convención de Roma, sobre la protección de los artistas interpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión. No ha lugar a la gestión formulada. 



	11-001888-0007-CO

Voto 2012-17741
	14-12-12
	A las nueve horas con treinta minutos. Acción contra el Ley Orgánica Del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción.-



	11-006551-0007-CO

Voto 2012-18298
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Decreto  Ejecutivo número   34303-MP-MIVAH.   Publicado   en   La   Gaceta    número   31   del 13-01-2002.alcalde  Municipal  De  San  Jose,  Ministro  De  La  Presidencia, Ministro  De  Vivienda  Y  Asentamientos  Humanos,  Presidente  Del  Concejo Municipal  De  San  Jose,  Presidente  Eje.  Se  declara  parcialmente  con  lugar  la  acción,  solo  en  cuanto  al  agravio   relacionado  con  el  artículo  50   de   la   Constitución   Política.   En   consecuencia,   se   declara inconstitucional  el  Decreto  Ejecutivo  Nº  34303-MP-MIVAH  del  23  de noviembre   de   2007.   Esta   sentencia   tiene   efectos   declarativos   y retroactivos  a  la  fecha  de  vigencia  de  la  norma  anulada,  sin  perjuicio  de  derechos  adquiridos  de  buena  fe  y  las  relaciones  o  situaciones jurídicas  que  se  hubieran  consolidado  por  prescripción,  caducidad  o  en  virtud  de  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  material. Reséñese  este  pronunciamiento  en  el  Diario  Oficial  La  Gaceta  y publíquese  íntegramente  en  el  Boletín  Judicial.  En  lo  demás,  por mayoría,  se  declara  sin  lugar  el  recurso.  Los  Magistrados  Armijo Sancho,  Cruz  Castro  y  Rueda  Leal  salvan  el   voto  y  también  declaran  con lugar  la  acción  por  violación  al  artículo  9   de  la  Constitución Política.  Notifíquese  a  todas  las  partes.-



	11-013432-0007-CO

Voto 2012-18299
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Directriz  N°  20-03  Del  10  De  Junio  Del  2033  Denominada  "tratamiento  Fiscal  De  Los  Precios  De  Transferencia,  Según  El  Valor  Normal  De  Mercado".  Se  rechaza  por  el fondo  la  acción.



	11-015708-0007-CO

Voto 2012-18300
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Inciso  G)  Del  Articulo  13  De La  Ley  De  Servicios  De  Seguridad  Privados  (LRSSP),  Por  Su  Texto  O  Por La  Forma  En  Que  Se  Interpreta  Y  Se  Aplica   Por  Las  Autoridades  Publicas Y   En   Particular   Por   La   Dirección   De   Servicios   De   Seguridad Privados.    Se  rechaza  por  el  fondo  la  acción.



	12-005880-0007-CO

Voto 2012-18301
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.   Acción   de   inconstitucionalidad  contra  articulo  112  del  Reglamento Autónomo  de  Servicio  del  IFAM.  Se  rechaza  por  el  fondo  la  acción.

	12-008637-0007-CO

Voto 2012-18302
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra Inciso  C)  Del  Articulo  44  De  La  Ley  De  La  Jurisdicción  Agraria.  Se rechaza  de  plano  la  acción.



	12-010286-0007-CO

Voto 2012-18303
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  los  artículos  8  y  52  de  la  Ley  Orgánica  del  Colegio Federado  de  Arquitectos  e  Ingenieros  y  otros..  Se  rechaza  de  plano  la acción.



	12-010451-0007-CO

Voto 2012-18304
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad  contra  Artículo  173  inciso  6)  del  Código  de  Familia.  Se  rechaza  de  plano  la acción.



	12-012325-0007-CO

Voto 2012-18305
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad  contra Decreto  Ejecutivo  86014-MP-COMEX-J.  Se  rechaza  de  plano  la  acción. 



	12-013676-0007-CO

Voto 2012-18307
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  el  artículo  132  inciso  ñ)  de  la  Ley  de  Tránsito.  Se  rechaza  de  plano  la  acción



	12-015103-0007-CO

Voto 2012-18309
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  judicial del Juzgado  De  Trabajo  De  Mayor  Cuantía  De  Heredia  en  lo  referente  a  la Jurisprudencia de la Sala  Segunda  que  les  otorga  la  facultad  de fungir  como  jerarca  impropio  en  las  apelaciones  de  los  servidores municipales..  No  ha  lugar  a  evacuar  la  consulta.



	12-015676-0007-CO

Voto 2012-18311
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Ley de  Regulación  de  Ferias  del  Agricultor  No.  8533  el  artículo  16  inciso i)  y  del  Reglamento  de  la  citada  ley,  artículo  46  inciso  11  y  el  93 inciso  8.  Se  rechaza  por  el  fondo  la  acción  en  relación  con  el artículo   16   inciso   i)   de   la   Ley   de   Regulación   de   Ferias   del Agricultor,  número  8533  del  dieciocho  de  julio  del  dos  mil  seis.  En  lo demás  se  rechaza  de  plano.  Los  magistrados  Cruz  Castro  y  Rueda  Leal salvan  el  voto  y  ordenan  dar  curso  a  la  acción.



	12-015944-0007-CO

Voto 2012-18315
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  judicial del Tribunal  De  Familia  Del  Primer  Circuito Judicial   De   San   Jose   en   lo   referente   al Reconocimiento  de  Unión  de  Hecho,  pareja  Homosexual.  No  ha  lugar  a evacuar  la  consulta  formulada.  Los  Magistrados  Armijo,  Jinesta  y  Cruz,  ponen  nota.



	12-016676-0007-CO

Voto 2012-18337
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  judicial del Tribunal  Penal  De  Flagrancia  II  Circuito Judicial  De  San  Jose  en  lo  referente  a los artículos 24 y 74 todos del Código Penal .  No  ha  lugar  a  evacuar  la  consulta.



	12-016677-0007-CO

Voto 2012-18338
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.   Consulta   legislativa del  Tribunal   Penal   De   Flagrancia   Del Segundo  Circuito  Judicial  De  San  José  en  lo   referente  al  Artículo  208  del  Código  Penal.  No  ha  lugar  a  evacuar  la  consulta.



	12-016684-0007-CO

Voto 2012-18339
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  judicial  del Tribunal  Penal  De   Flagrancias,  Segundo Circuito  Judicial  De  San  Jose  en  lo  referente  a los artículos 24 y 74 todos del Código Penal.  No  ha  lugar  a evacuar  la  consulta.



	12-016922-0007-CO

Voto 2012-18351
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  legislativa  en  lo  referente  a  Aprobación  del  Acuerdo sobre  Servicios  Aéreos  entre  el  Gobierno  de   Costa  Rica  y  el  Gobierno de  la  República  Federativa  de  Brasil..  Se  evacua  la  consulta  en  el sentido  que  el  proyecto  denominado   Aprobación  del  Acuerdo  sobre servicios   aéreos   entre   el  Gobierno  de  Costa  Rica  y  el  Gobierno  de la  República  Federativa  del  Brasil    (expediente  legislativo  No. 18.244),   no   contiene   vicios   esenciales   de   procedimiento   o disposiciones  inconstitucionales.  



	12-016954-0007-CO

Voto 2012-18352
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Acción  de  inconstitucionalidad contra  Articulo  131  Del  Estatuto  Del  Partido  Liberación  Nacional.  Se rechaza  de  plano  la  acción.



	12-016982-0007-CO

Voto 2012-18355
	19-12-12
	A   las   catorce    horas   con   treinta minutos.  Consulta  judicial del Juzgado  Civil,  Trabajo  Y  Familia  De Puriscal  sobre el tanto si la interpretación jurisprudencial vigente del Tribunal de Familia, es acorde con el principio de protección integral de la persona menor de edad, por cuanto la normativa que el proceso especial de protección, en sede administrativa, cuenta con los requerimientos que la norma marco de la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo 19 preceptúa como una obligación de Estado. No  ha  lugar  a  evacuar  la  consulta.



	12-014039-0007-CO

Voto 2012-18369
	19-12-12
	A   las   dieciséis    horas.   Acción   de inconstitucionalidad contra  los  artículos   51  y  52  del  Reglamento General  del  Sistema  de  Estudios  de  Postgrado  de  la  Caja Costarricense de Seguro Social.    Se  deniega trámite  a  la  acción.



	12-016919-0007-CO

Voto 2012-18564
	21-12-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Consulta judicial. Tribunal De Juicio De Cartago Seccion De Flagrancia en lo referente a Artículo 208 del Código Penal, modificado mediante Ley N°8720 de 04 de marzo de 2009. No ha lugar a evacuar la consulta. 



	12-012719-0007-CO

Voto 2012-18382
	21-12-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Jorge Antonio Hernandez Soto, Seguridad Y Vigilancia Sevin Limitada contra Articulos 107,108 Y 109 Del Reglamento Interno De Contratacion Administrativa Del Instituto Costarricense De Electricilidad Y Articulo 41 Del Decreto Ejecutivo 35148-minaet Reglamento Al Titulo Ii De La Ley De Fortalecimiento Y Modernizacion De Las Entid. Se deniega el trámite a la acción. 



	12-016673-0007-CO

Voto 2012-18537
	21-12-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Gustavo Aguilar Chinchilla, Jean Pierre Schmidt Calderon contra . Se rechaza de plano la acción. 



	11-006551-0007-CO

Voto 2012-18665
	21-12-12
	A las once horas. Acción de inconstitucionalidad. Jose Maria Villalta Flores Estrada, Edgar Danilo Rodriguez Montero contra Decreto Ejecutivo número 34303-mp-mivah. Publicado en La Gaceta número 31 del 13-01-2002.alcalde Municipal De San Jose, Ministro De La Presidencia, Ministro De Vivienda Y Asentamientos Humanos, Presidente Del Concejo Municipal De San Jose, Presidente Eje. Se anula la sentencia número 2012-018298 de las 14:30 horas del 19 de diciembre de 2012. En consecuencia, se declara con lugar la acción y se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo Nº 34303-MP-MIVAH del 23 de noviembre de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Mora Mora, Jinesta Lobo y Rodríguez Arroyo, salvan el voto en cuanto al agravio atinente al artículo 9 de la Constitución 

Política. La Magistrada Calzada Miranda pone nota. Notifíquese a todas las partes.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS





Se cuestiona el ACUERDO LEGISLATIVO No. 18548 mediante el cual la Asamblea Legislativa otorgó “el permiso para el eventual atraque, permanencia en puerto y desembarque de las tripulaciones de embarcaciones de la Armada de los Estados Unidos de América, que estarán desarrollando operaciones antinarcóticas en apoyo al Servicio Nacional de Guardacostas y demás autoridades del país, para el período comprendido entre el 27 de agosto al 31 de diciembre de 2012. Se aclara que conforme a lo estipulado en la referida solicitud, que de las embarcaciones enlistadas, solo ingresarían a puerto un máximo de ocho embarcaciones, con el objeto de reabastecimiento, entrega de sospechosos detenidos o entrega de evidencia para apoyar el enjuiciamiento oportuno de traficantes.”

	El acuerdo se impugna porque se estima contrario al Derecho a la Paz y del artículo 12 de la Constitución Política, así como del principio de legalidad en perjuicio del Derecho a la Paz. Considera el accionante, que si bien es legítimo combatir la delincuencia y el tráfico ilícito de estupefacientes, los medios utilizados para su neutralización deben también ser acordes con los principios de cada país, como en Costa Rica que es una Nación pacífica y desarmada. Indica que como consecuencia del establecimiento del derecho a la Paz como parámetro constitucional reconocido por esta Sala, todos los actos de las autoridades públicas y privadas se ven obligados y sujetos al cumplimiento de las disposiciones y contenidos del Derecho. Estima que la actuación legislativa también debe sujetarse a la obligación positiva de no aceptar y rechazar “cosas” que estén destinadas a ser usadas en una guerra, particularmente si éstas van a ser utilizadas en contra de la población civil. En este caso, señala, la Asamblea autorizó el ingreso de 5844 militares (aparte del personal civil), así como también el ingreso de 22 buques militares, a pesar de que supuestamente solo entrarían 8. Asimismo, dichos buques están artillados con equipo militar de guerra (cañones, misiles, ametralladoras, lanzadores, helicópteros, etc), de manera que están siendo utilizados medios para el fin perseguido que son contrarios al derecho a la paz y prohibidos por la Ley de Armas y Explosivos. Refiere que el Constituyente al abolir el ejército quiso eliminar de manera absoluta la posibilidad del recurso al aparato militar para la conservación del orden público. Solicita se revise el planteamiento dado por la Sala en la sentencia No. 2010-21680 con tres votos salvados.  Resolución de las 10:10 horas del 30 de noviembre del 2012.

	12-014902-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad contra el  artículo 2 del Reglamento de Ayuda y Socorro Mutuo (FASMU) del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica.

Resolución de las once horas y diecinueve minutos del veintiocho de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 244, 245, 246 del 18, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	REQUISITOS PARA EL INGRESO AL FONDO DE SOCORRO MUTUO DEL COLEGIO DE CONTADORES PRIVADOS

-Artículo 2 del Reglamento de Ayuda y Socorro Mutuo (FASMU) del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica.

La norma se impugna, en cuanto no se permite ser mutualista del Fondo de Ayuda y Socorro Mutuo del Colegio de Contadores Privados de Costa Rica, a personas que tengan más de 45 años, como es su caso que tiene 72, lo cual considera resulta discriminatorio. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79.

Resolución de las 11:19 horas del 28 de noviembre del 2012

	12-014547-0007-CO
	Accion de inconstitucionalidad en contra del  artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000.
Resolución de las ocho horas y cincuenta minutos del veintisiete de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 244, 245, 246 del 18, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	PENA MÍNIMA EN LEY DE ESTUPEFACIENTES

-Artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000.

En este caso, el recurrente refiere que la pena mínima de ocho años de prisión establecida en esa norma violenta los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad e igualdad, pues se trata de una pena mínima exorbitante, en relación con otros delitos y sus respectivas penas. La pena no toma en cuenta si se trata de unos cuantos gramos, una cantidad ínfima de droga o una cantidad mayor, a todas se les asigna la misma pena mínima de ocho años, lo cual es injusto, irrazonable y desproporcionado, pues no guarda una debida relación, siendo que a mayor gravedad de la falta, debe haber mayor gravedad de la pena. La pena debe ser adecuada al hecho antisocial que le sirve de antecedente, es decir, debe darse una proporcionalidad entre el delito y la pena, adecuación en la que la gravedad del hecho, los motivos determinantes, la personalidad del autor y en especial el grado de culpabilidad, tienen marcada trascendencia para la configuración o construcción de la pena. En el plano legislativo, lo que hace el legislador es fijar parámetros en cuanto al monto de la pena a imponer y los motivos de atenuación o agravación de la misma, que deben ser conforme a los principios constitucionales y los cuales debe adecuar el juez al momento de imponer la pena, con justicia y dentro de los límites que determina la Constitución Política. Bajo estas consideraciones, se considera que la Sala Constitucional está legitimada para revisar si existe proporcionalidad entre la sanción y la infracción, como ha sostenido en su jurisprudencia (sentencia 129-12). El propio artículo 8 de la Declaración Americana de Derechos del Hombre señala que “la ley no puede establecer sino las penas evidente y estrictamente necesarias”. En ese sentido, la sanción impuesta debe constituir una medida estrictamente necesaria para alcanzar el objetivo buscado. Asimismo, la relación entre la infracción y la sanción debe obedecer a criterios objetivos. En ese sentido, la proporcionalidad está íntimamente ligada con la razonabilidad de las normas, siendo uno de sus componentes. Es al juez a quien le corresponde individualizar la pena por medio de la sentencia condenatoria y determinar la pena justa y equitativa que le corresponde al sujeto en los casos concretos sometidos a su conocimiento. Las posibilidades de realizar una acertada individualización judicial de la pena están en relación directa con la amplitud del margen de discrecionalidad que el legislador le deje a los órganos jurisdiccionales encargados de aplicar la ley penal a casos concretos. Entre más amplio sea ese margen, mayores serán también las posibilidades de que el juez pueda adecuar correctamente la pena a las particularidades del caso y a la personalidad de los sujetos que debe juzgar. El que exista ese margen de discrecionalidad para el juzgador no representa una violación a los principios constitucionales, sino más bien una garantía de que la pena se impondrá en forma individualizada, atendiendo a las características y circunstancias concretas del caso en particular. El artículo 58 cuestionado impide al juzgador y le cierra cualquier opción al respecto, limitando en forma desproporcionada e irrazonable los derechos fundamentales de los sentenciados, ya que no le permite graduar la pena, conforme a criterios de razonabilidad, proporcionalidad y con justicia. Estima que las diferencias en la regulación normativa e imposición de las penas es inconstitucional y violenta en forma grosera el principio de igualdad y por consiguiente, debe declararse, que la pena de ocho años que determina dicho numeral es inconstitucional y así debe declararse. En definitiva, solicita que se declare que la pena mínima de prisión de ocho años, que prevé el artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo, es inconstitucional por ser contrario a los artículos 33 y 39 de la Constitución Política y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Resolución de las 8:50 horas del 27 de noviembre del 2012. Por sentencia 16714-12 se dimensiona la resolución de curso de esta acción.

	12-014547-0007-CO
	Accion de inconstitucionalidad en contra del  artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000.
Resolución de las nueve horas y cinco minutos del treinta de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 244, 245, 246 del 18, 19 y 20 de noviembre del 2012.
	PENA MÍNIMA EN LEY DE ESTUPEFACIENTES

-Artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo. No. 7786 del 30 de abril de 1998, reformada por la Ley número 8204 del 26-04-2000.

En este caso, el recurrente refiere que la pena mínima de ocho años de prisión establecida en esa norma violenta los principios constitucionales de razonabilidad, proporcionalidad e igualdad, pues se trata de una pena mínima exorbitante, en relación con otros delitos y sus respectivas penas. La pena no toma en cuenta si se trata de unos cuantos gramos, una cantidad ínfima de droga o una cantidad mayor, a todas se les asigna la misma pena mínima de ocho años, lo cual es injusto, irrazonable y desproporcionado, pues no guarda una debida relación, siendo que a mayor gravedad de la falta, debe haber mayor gravedad de la pena. La pena debe ser adecuada al hecho antisocial que le sirve de antecedente, es decir, debe darse una proporcionalidad entre el delito y la pena, adecuación en la que la gravedad del hecho, los motivos determinantes, la personalidad del autor y en especial el grado de culpabilidad, tienen marcada trascendencia para la configuración o construcción de la pena. En el plano legislativo, lo que hace el legislador es fijar parámetros en cuanto al monto de la pena a imponer y los motivos de atenuación o agravación de la misma, que deben ser conforme a los principios constitucionales y los cuales debe adecuar el juez al momento de imponer la pena, con justicia y dentro de los límites que determina la Constitución Política. Bajo estas consideraciones, se considera que la Sala Constitucional está legitimada para revisar si existe proporcionalidad entre la sanción y la infracción, como ha sostenido en su jurisprudencia (sentencia 129-12). El propio artículo 8 de la Declaración Americana de Derechos del Hombre señala que “la ley no puede establecer sino las penas evidente y estrictamente necesarias”. En ese sentido, la sanción impuesta debe constituir una medida estrictamente necesaria para alcanzar el objetivo buscado. Asimismo, la relación entre la infracción y la sanción debe obedecer a criterios objetivos. En ese sentido, la proporcionalidad está íntimamente ligada con la razonabilidad de las normas, siendo uno de sus componentes. Es al juez a quien le corresponde individualizar la pena por medio de la sentencia condenatoria y determinar la pena justa y equitativa que le corresponde al sujeto en los casos concretos sometidos a su conocimiento. Las posibilidades de realizar una acertada individualización judicial de la pena están en relación directa con la amplitud del margen de discrecionalidad que el legislador le deje a los órganos jurisdiccionales encargados de aplicar la ley penal a casos concretos. Entre más amplio sea ese margen, mayores serán también las posibilidades de que el juez pueda adecuar correctamente la pena a las particularidades del caso y a la personalidad de los sujetos que debe juzgar. El que exista ese margen de discrecionalidad para el juzgador no representa una violación a los principios constitucionales, sino más bien una garantía de que la pena se impondrá en forma individualizada, atendiendo a las características y circunstancias concretas del caso en particular. El artículo 58 cuestionado impide al juzgador y le cierra cualquier opción al respecto, limitando en forma desproporcionada e irrazonable los derechos fundamentales de los sentenciados, ya que no le permite graduar la pena, conforme a criterios de razonabilidad, proporcionalidad y con justicia. Estima que las diferencias en la regulación normativa e imposición de las penas es inconstitucional y violenta en forma grosera el principio de igualdad y por consiguiente, debe declararse, que la pena de ocho años que determina dicho numeral es inconstitucional y así debe declararse. En definitiva, solicita que se declare que la pena mínima de prisión de ocho años, que prevé el artículo 58 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo, es inconstitucional por ser contrario a los artículos 33 y 39 de la Constitución Política y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Resolución de las 8:50 horas del 27 de noviembre del 2012. Por sentencia 16714-12 se dimensiona la resolución de curso de esta acción.

	12-014671-0007-CO
	Accion de Inconstitucionalidad en contra de artículo 288 de la Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.

Resolución de las nueve horas y cinco minutos del treinta de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 250, 251, 252 del 27, 28 y 31 de diciembre del 2012.
	DELITOS INFORMÁTICOS CONOCIDA COMO “LEY MORDAZA”

-Artículo 288 de la Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.

Las normas se impugnan en cuanto sancionan con pena de 4 a 8 años de prisión para aquellas personas que procuren u obtengan informaciones secretas políticas. Señalan que limita la actividad de los periodistas y de los medios de comunicación de colectiva, quienes normalmente son los que denuncian los actos de corrupción e irregularidades en las labores de los funcionarios públicos y de los políticos. Lo anterior por cuanto introduce una esfera de protección particular a favor de los "políticos", así se atenta contra la labor investigativa, de denuncia y procura de transparencia que desarrollan los periodistas a través de los medios de comunicación colectiva. Señala que en el procedimiento legislativo del trámite de esta reforma, se ha dado una violación de los requisitos y trámites establecidos en el Reglamento de Orden, Dirección y Disciplina Interior de la Asamblea Legislativa. En este sentido, el artículo 130 de dicho Reglamento establece la obligación de publicar el Proyecto de Ley, a fin de darle publicidad y poner en conocimiento de los ciudadanos el contenido de lo que se discutirá.  Señala el accionante que al variarse de manera radical la redacción del tipo penal propuesto en el proyecto original, inclusive sin guardar conexidad con el tema de los delitos informáticos e incluyendo una variación en los delitos contra la seguridad de la nación, se afectan los principios de publicidad y conexidad. Agrega que adicionalmente, al incluir por esta vía el verbo obtener, se crea un riesgo objetivo y concreto para quienes ejercen la labor de periodismo investigativo, dado que se tutela con ésta reforma los "secretos políticos" sin guardar conexidad con secretos de Estado o seguridad nacional, como la anterior redacción que decía “informaciones secretas políticas o de seguridad concernientes a los medios de defensa o las relaciones exteriores de la nación”. Estiman que esta nueva redacción tutela, de manera irracional, los secretos de los políticos, que según describe el Diccionario de la Real Academia, serían los secretos de quienes intervienen en las cosas del gobierno y negocios del Estado, independientemente de si esto tiene o no relación con secretos de Estado o seguridad de la Nación, y se tutelaría penalmente aquellas cosas que cuidadosamente se tienen reservadas y ocultas, por parte de los políticos y que por su naturaleza son siempre -salvo excepciones de ley- de interés público. De lo anterior se tiene entonces que el nuevo artículo 288 del Código Penal, promulgado por medio de la ley número 9048 no guarda ningún tipo de conexidad o relación con la norma propuesta en el proyecto original y por su trámite sorprende a los ciudadanos luego de su aprobación al no haberse dado oportunidad de conocer la modificación propuesta. Agregan que la redacción del nuevo artículo 288 del Código Penal,  al expresar que se sancionan las siguientes conductas "... al que procure u obtenga indebidamente...” referidas a: “informaciones secretas políticas” o "de los cuerpos de policía nacionales" o "de seguridad concernientes a los medios de defensa olas relaciones exteriores de la nación" o "afecte la lucha contra el narcotráfico" o "el crimen organizado", crea un bien jurídico irracional y desproporcionado al tutelar con un velo de secretismo impropio de sistemas democráticos, contrario a los principios de transparencia y probidad que rigen la función pública y por ende la actividad de los políticos, la actividad secreta, reservada u oculta que mantengan quienes intervienen en las cosas del gobierno y negocios del Estado, en perjuicio de los demás ciudadanos que no se dediquen a la actividad política, al impedir obtener y dar a conocer actuaciones de los políticos que afectan la esfera de lo público y respecto de la cual hay un derecho de información responsable, imposible de lograr sin obtener información que obviamente calificaría como secreta. Finalmente reafirman los accionantes que este tipo penal viene a sancionar, de manera desproporcionada e irracional, las conductas normales, éticas y racionales del periodismo investigativo que se caracteriza propiamente por dar a conocer a la opinión pública las conductas impropias de los políticos que normalmente están cubiertas por el secretismo. Indican que consecuentemente la tutela que se crea en favor de las "informaciones secretas políticas", lesionan también, los derechos de los ciudadanos a la transparencia de los políticos, de la función pública y de a probidad exigible a los políticos, vulnerando con ello los derechos de información y publicación simultáneamente. 

Resolución de las 16:43 horas del 22 de noviembre del 2012.

En resolución posterior, se corrige el error material que contiene la resolución de las dieciséis horas y cuarenta y tres minutos del veintidós de noviembre del dos mil doce, dictada dentro de este expediente, en el sentido de que se da curso a la acción de inconstitucionalidad únicamente para que se declare la inconstitucionalidad de lo dispuesto en el artículo 295 del Código Penal (anterior artículo 288), así reformado por la Ley Número 9048 de 10 de julio del 2012. Además de lo anterior, téngase por ampliada esta acción de inconstitucionalidad 12-014671-0007-CO, en los términos expuestos en las acciones 12-015134-0007-CO y 12-014769-0007-CO a ella acumuladas, en el sentido de que también se impugnan los artículos 196, 196 bis inciso b) del Código Penal, según  reforma  operada  por  ley  9048, por estimarlos contrarios a los artículos 24, 28, 30, 39, 79 y 87 de la Constitución Política.

	12-014671-0007-CO
	Acción de inconstitucionalidad en contra de Artículos 196, 196 bis inciso b) y 295 (antiguo 288) del Código Penal. Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.
Resolución de las nueve horas y cinco minutos del treinta de noviembre del dos mil doce.
Boletín judicial 250, 251, 252 del 27, 28 y 31 de diciembre del 2012.
	DELITOS INFORMÁTICOS CONOCIDA COMO “LEY MORDAZA”

-Artículo 288 de la Ley número 9048 del 7 de noviembre del 2012 denominada “Reforma de varios artículos y modificación de la sección VIII, denominada Delitos informáticos y conexos, del  título VII del Código Penal. Publicada en La Gaceta, Alcance 172.

Se acusa que la normativa impugnada prevé acciones con penas de prisión (4 a 8 años) aquellas personas que procuren u obtengan “informaciones secretas políticas”. Considera el recurrente que esta sanción limita la libertad de expresión, la libertad de enseñanza y la libertad de cátedra, así como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Acumulada a la acción 12-14671


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	212
	02 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-08889 
Expediente 12-003846-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad contra Artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional. Se declara con lugar la acción. Se anula la siguiente frase del artículo 32 del Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica Nacional: “ y contaran con personería jurídica instrumental con el fin de administrar el patrimonio y los recursos que se les asignen”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad Técnica Nacional y a la Contraloría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Castillo Viquez y Mora Mora salvan el voto y declara sin lugar la acción.    

	251
	28 de diciembre del 2012
	Sentencia 2011-16938
Expediente 10-011393-0007-CO. A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad.- Fundación Neotrópica contra Decreto Ejecutivo número 35803- minaet. Publicado en la Gaceta número 73 del 16-04-2010. Criterios Técnicos para la identificación, clasificación y conservación de humedales. Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, del artículo 2 del Decreto Ejecutivo NO. 35803-MINAET, por inconstitucionalidad, se anula la frase “son aquellos que cuenten con una declaratoria de Área Silvestre Protegida” y, para que la norma preserve su sentido, se elimina la conjunción “que”, luego de la palabra “continentes”; del artículo 3 del Decreto supracitado, por inconstitucionalidad, se anula la frase “son aquellos que cuenten con una declaratoria como Área Silvestre Protegida”, y, para que la norma preserve su sentido, se elimina la conjunción “que”, luego de la palabra “marinos”. Por consiguiente, las normas mencionadas deberán leerse de la siguiente forma: “Artículo 2° Ecosistemas de Humedales Continentales. Los ecosistemas de Humedales continentales forman parte del Patrimonio Natural del Estado” “Artículo 3° Ecosistemas de Humedales Marinos. Los ecosistemas de humedales marinos forman parte del Patrimonio Natural del Estado, los cuales serán administrados por el MINAET a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación”. En lo demás se desestima la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de estas dos normas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa para lo de su cargo. Al Poder Ejecutivo se le notificará por medio del Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que ya se encuentra apersonado en este proceso. 

	252
	31 de diciembre del 2012
	Sentencia 2012-15254

Expediente 11-010687-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad contra la Aprobación del Transitorio Para El Nombramiento En Propiedad De Jefaturas Administrativas De La Caja Costarricense del Seguro Social. Se rechaza, por extemporánea, la coadyuvancia del Sindicato Nacional de administradores del Servicio de Salud y Afines del Seguro Social. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia, se declara inconstitucional el Transitorio para el nombramiento en propiedad de jefaturas administrativas en la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma declarada inconstitucional, todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial, reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, a la Presidencia Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y a todas las partes interesadas. 




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	216-217-218
	08-09-12 de noviembre del 2012
	Sentencia 2012-14034

Expediente 11-010289-0007-CO. A las dieciséis horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad contra Transitorio Primero de la Ley 8955, que establece efectos retroactivos en contra de lo establecido el artículo 34 de la Carta Magna. Estese el accionante a lo resuelto por este Tribunal Constitucional en la sentencia número 2012-012741 de las nueve horas cinco minutos del catorce de setiembre de dos mil doce, que declaro sin lugar la acción de inconstitucionalidad número 11-011857 contra el artículo 323 del Código de Comercio.  



	241-242-243
	13-14-17 de diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16629

Expediente 12-012513-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y un minutos. Consulta judicial lo referente a Expediente […] Tribunal De Apelaciones De Lo Contencioso II Circuito De San José. Se evacua la consulta formulada en el sentido que son constitucionales los artículos 7, inciso b, de la Ley General de Caminos Públicos, Nº 5060 del 22 de agosto de 1972, y 19, incisos a) y b), de la Ley de Informaciones Posesorias, Nº 139 del 14 de julio de 1941, siempre y cuando se interprete que la no indemnización se refiere, únicamente, al valor de la franja o porción del terreno que el Estado se reserva, en razón de su dominio público originario. Esta interpretación regirá hacia el futuro y solo afectará a las causas que se encuentren pendientes de resolución. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	241-242-243
	13-14-17 de diciembre del 2012
	Sentencia 2012-15910

Expediente 10-006696-0007-CO. A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 3 de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Se declara sin lugar la acción, siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución que la frase del artículo 3 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz: La Compañía reconoce al Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones como único representante de los trabajadores, solo se aplica a los efectos de la negociación colectiva en esa compañía y no enerva el derecho del Sindicato de Ingenieros y Profesionales del Instituto Costarricense de Electricidad y Afines, y de cualquier otro sindicato minoritario, tanto a representar a sus afiliados en la solución individual de sus conflictos y pretensiones, como a desarrollar su actividad y gestión en un ambiente de libertad, democracia y pluralidad sindicales, para cuyo efecto la Compañía Nacional de Fuerza y Luz deberá brindarles las facilidades requeridas para el desarrollo de sus funciones sindicales. Notifíquese al Sindicato de Ingenieros y Profesionales del Instituto Costarricense de Electricidad y Afines, Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones, Compañía Nacional de Fuerza y Luz, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y Procuraduría General de la República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	241-242-243
	13-14-17 de diciembre del 2012


	Sentencia 2012-15909

Expediente 12-004266-0007-CO. A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Artículo 140 Inciso A) Ley De Transito Por Vías Terrestres Numero 7331. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula la frase "del conductor infractor" del inciso a) del artículo 140 de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres, Ley número 7331, de trece de abril de mil novecientos noventa y tres, reformada por la Ley número 8696, de diecisiete de diciembre de dos mil ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento para que en el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	241-242-243
	13-14-17 de diciembre del 2012


	Sentencia 2012-16078

Expediente 11-008971-0007-CO. A las dieciséis horas con cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad contra artículos 242 del código de familia y el inciso ch) del articulo 572 del Código Civil. Se declara sin lugar la acción. En cuanto a la acción No. 11-5643-0007-CO, se rechaza de plano.



	241-242-243
	13-14-17 de diciembre del 2012


	Sentencia 2012-16075

Expediente 12-002823-0007-CO. A las dieciséis horas con un minutos. Acción de inconstitucionalidad contra Articulo 131 Inciso G) Y 132 Inciso I) De La Ley De Transito. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Rueda salvan parcialmente el voto y declaran con lugar la acción únicamente en relación con el artículo 131 Inc g) de la Ley de Tránsito por Vías públicas Terrestres.



	243-244-245
	17-18-19 de diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16076

Expediente 12-003955-0007-CO. A las dieciséis horas con dos minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Párrafo 3° artículo 27 Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social Nº 6898. Se declara sin lugar la acción.-



	243-244-245
	17-18-19 de 

diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16077

Expediente 10-011951-0007-CO. A las dieciséis horas con tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 20 inciso f) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada. En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso f) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia, salvo en el caso de las accionantes, para quienes tendrá efecto retroactivo pleno a la fecha de vigencia de la norma anulada. Lo anterior, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Rueda salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	243-244-245
	17-18-19 de 

diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16074

Expediente 09-016372-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de inconstitucionalidad contra Jurisprudencia Del Tribunal Supremo De Elecciones, Sobre La Interpretación Del Art. 22. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción. Las Magistradas Calzada Miranda y Salazar Cambronero salvan el voto y declaran con lugar la acción en contra de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo de Elecciones. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota.-



	243-244-245
	17-18-19 de 

diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16631

Expediente 10-004830-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta y tres minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el Articulo 44 De La Ley Del Impuesto Sobre La Renta. Se declara sin lugar la acción. Se interpreta que el artículo 44 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no es contrario al Derecho de la Constitución, siempre y cuando se interprete que el agente de retención que cumpla con sus obligaciones, aún cuando lo haga tarde, tiene la posibilidad de deducir como gastos del ejercicio las sumas pagadas por los conceptos que originaron las retenciones establecidas en esa ley. Comuníquese a la Dirección General de Tributación Directa. Publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. Los Magistrados Armijo, Castillo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. 


	243-244-245
	17-18-19 de 

diciembre del 2012
	Sentencia 2012-16628

Expediente 10-017712-0007-CO. A las dieciséis horas con treinta minutos. Acción de inconstitucionalidad contra el subinciso b) del artículo III.2 de la sección H del Anexo 12.9.2 del Capítulo 12 “Servicios Financieros” del Tratado de Libre Comercio Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, aprobado por ley número 8622 de 21 de noviembre de 2007, así como el Transitorio III de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, ley número 8653 de 22 de julio de 2008. Se declara sin lugar la acción. La magistrada Calzada Miranda da razones diferentes sobre la legitimación de la condición del diputado accionante.- La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz, salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.
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AMBIENTE 

16866-12. TORRE.  AUTORIZAN SU CONSTRUCCIÓN  EN COMUNIDAD SIN CONTAR CON REGLAMENTO VIGENTE. Los recurrentes accionan contra la Municipalidad recurrida, por cuanto autorizó la construcción de una torre de telecomunicaciones en su comunidad sin que exista un reglamento municipal vigente. Asimismo, reclaman que el lugar donde se está construyendo la obra se pone en peligro los mantos acuíferos.  Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por la violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se ordena al Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, coordinar con el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) y realizar las acciones correspondientes para garantizar que la construcción de la torre de telefonía celular sitio MTR-282 no utilice hidrocarburos que puedan poner en riesgo los mantos acuíferos. Asimismo, se le ordena al Alcalde, y a la Presidenta del Consejo, ambos de la Municipalidad de La Unión, que, en el ámbito de sus competencias, no otorgar nuevamente los permisos a la empresa Claro CR Telecomunicaciones S.A. hasta que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento hayan realizado las acciones correspondientes para descartar el riesgo de contaminación a los mantos acuíferos. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrado s Jinesta Lobo y Guerrero Portillo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL Parcial
17078-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. PRODUCIDA POR CANTINA CLANDESTINA EN COCHERA DE CASA DE HABITACIÓN. La recurrente alega que interpuso el recurso de amparo, a favor de la comunidad Las Parcelas del Roble de Puntarenas, reclamando la venta clandestina de licor y otros problemas sociales derivados de esa actividad, en la cochera de la casa de particular dueña de la casa; no obstante, mediante oficio PC-ARS-RS-P-0163-2012, el Área Rectora de Salud le autorizó la actividad de venta de licor, siempre y cuando no se den denuncias por contaminación sónica. Sin embargo, ello es constante y considera que no es posible que cada vez que ocurre, deban los vecinos presentar una nueva denuncia ante esa autoridad, la cual no es capaz de solucionar el problema en forma definitiva. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la señora F. R. C., a quien se le previene abstenerse de incurrir de nuevo en los hechos que dieron mérito para la presente estimatoria. Respecto a las otras autoridades recurridas, se declara sin lugar el recurso. Tomen nota de lo indicado en el último considerando, la Alcaldesa de Puntarenas y el Director del Área Rectora de Salud de Barranca, para lo que corresponda. CL
17083-12. AGUAS SERVIDAS. DERRAME DE AGUAS SERVIDAS SIN TRATAMIENTO CAEN A RÍO EN SAN MIGUEL DE DESAMPARADOS. El recurrente alega que en la comunidad de Barrio Jurco de San Miguel de Desamparados, existe un pozo de aguas servidas que constantemente se derrama. Señala que lo anterior, produce que las aguas caigan al río, lo que provoca que desde hace 4 meses, haya constantes malos olores que afectan el derecho a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los habitantes de dicha comunidad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora del Área de Salud de Desamparados del Ministerio de Salud, Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados y al Encargado de la Oficina Regional del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, ejecutar en el PLAZO DE UN MES la orden de trabajo No. 29801504 suscrita por el Departamento de Recolección y Tratamiento del ICCA y tomar las medidas pertinentes que se encuentren dentro de cada una de la esfera de competencia de las autoridades recurridas, a efecto de solucionar dentro de dicho plazo el problema de contaminación producido por el rebalse de aguas negras del pozo de registro situado en la Urbanización el Huazo, en San Miguel de Desamparados. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
17107-12. AGUAS PLUVIALES. RETARDO EN SOLUCIONAR PROBLEMA CON DESBORDAMIENTO DE QUEBRADA EN GRECIA. La recurrente manifiesta, que es vecina de Grecia y el 15 de setiembre de 2012 se produjeron nuevas inundaciones en el lugar donde habita, producto de las aguas pluviales provenientes de la quebrada El Estadio, que pasa por su propiedad. Menciona que ya la Sala Constitucional, en sentencia número 2007-17477 de las 11:07 horas del 30 de noviembre de 2007, había ordenado a la autoridad recurrida la solución definitiva del problema por medio del entubamiento de dichas aguas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Grecia, que DE FORMA INMEDIATA adopten las medidas pertinentes y ejerzan las acciones correspondientes para que dentro del término improrrogable de DOCE MESES contados a partir de la notificación de la presente resolución, se cuente con una solución definitiva a los desbordamientos de la Quebrada Estadio en Grecia de Alajuela. CL
017743-12. CONTAMINACIÓN. MANTO ACUÍFERO DE SAN ISIDRO DE HEREDIA CONTAMINADO CON AGUAS SIN TRATAMIENTO DE URBANIZACIÓN.  Los recurrentes acusan que las autoridades recurridas permitieron el desarrollo urbanístico sin el debido proceso técnico y legal. Alega que el Acuífero Colima Inferior se encuentra contaminado debido a la planta de tratamiento de aguas residuales que ha trabajado durante 12 años con el 50% de su sistema operativo. Asimismo, aduce que se ha tolerado la permanencia de desechos sólidos degradables en el Acuífero Colima, los cuales ponen en riesgo el recurso hídrico. Por último, afirma que la Contraloría General de la República refrendó una ASADA sin cumplir con los requisitos técnicos y legales exigidos para garantizar el bienestar de la comunidad.    Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, ordena Representante Legal de la Empresa que en el plazo de seis meses deberá hacer entrega al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de la planta de tratamiento de aguas residuales, cumpliendo con los requisitos exigidos por el ICAA. Asimismo, deberá verificar que la planta de tratamiento de aguas residuales no amenace o vulnere los recursos hídricos y los mantos acuíferos que ahí se encuentran, así como comprobar si existen desechos sólidos degradables en el Acuífero Colima Inferior. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillado, que deber á implementar las medidas administrativas necesarias, para garantizar que en el término de seis meses el desarrollador de las Urbanizaciones haya cumplido con cada uno de los requisitos exigidos con respecto a la planta de tratamiento y haya hecho entrega de las obras a satisfacción de ésta. De igual manera, deberán velar que al momento de la entrega de las obras por parte de la constructora, la planta de tratamiento de aguas residuales no amenaza o vulnera los recursos hídricos y los mantos acuíferos que ahí se encuentran; y verificar si existen desechos sólidos degradables en el Acuífero Colima Inferior, a raíz de la planta de tratamiento. Por último, comprobar al momento de la entrega de la planta de tratamiento, que funcione en su totalidad y que no haya viviendas con tanque séptico. Asimismo, la ASADA al estar sujeto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, debe abstenerse de otorgar disponibilidades de servicio, hasta tanto el ICAA informe que ha recibido a satisfacción la planta de tratamiento y aprobado debidamente el proyecto. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, que debe instruir el procedimiento administrativo disciplinario contra los funcionarios que aprobaron las modificaciones del Proyecto sin cumplir con el artículo 21 de la Ley Constitutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Alcalde de San Isidro de Heredia, suspender el otorgamiento de permisos de construcción en los Proyectos hasta tanto, el ICAA no haya recibido a satisfacción del desarrollador las obras de acueducto y alcantarillado sanitario. En cuanto a la Contraloría General de la República, Área Rectora de Salud de San Isidro de Heredia y el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riesgo y Avenamiento se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.   CL Parcial
017758-12. CONTAMINACIÓN. BASURA SE ACUMULA EN BARRIO CAPITALINO POR FALTA DE CONTENEDOR MUNICIPAL.   El recurrente reclama que la Municipalidad de San José retiró el contenedor que había en ese lugar, y no dejaron otro vacío, por lo que han presentado gestiones ante ese municipio, para que brinde una solución al respecto, sin que hayan obtenido respuesta, pues la basura se acumula en el suelo y causa contaminación ambiental.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, que gire las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que: a) en el plazo de 3 días posterior a la notificación de la sentencia otorgue y notifique la respuesta a la gestión interpuesta por el recurrente; b) En forma inmediata deberá recolectar la basura que se acumula en la zona donde se ubicaba el contenedor en el Condominio y deberá prevenir a los vecinos la obligación de respetar el horario del servicio de recolección de basura y la prohibición de arrojar los desechos en la vía pública.. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta a la violación al artículo 50 constitucional. CL
017796-12. CONTAMINACIÓN. PRODUCIDO POR ACUMULACIÓN DE BASURA EN LOTE BALDÍO. La recurrente acusa infracción al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, toda vez que al lado de su casa se encuentra un lote baldío, en el que se ha generado problemas de contaminación ambiental, relacionado con basura y pese a las denuncias planteadas las autoridades recurridas no han tomado ninguna medida.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, únicamente en cuanto se dirige contra la Municipalidad de Desamparados. Se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados y al Presidente del Concejo Municipal emitir las órdenes pertinentes para que en el plazo de cinco días, contados a partir de la comunicación de esta sentencia, se proceda con la limpieza del lote denunciado por la recurrente. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
18371-12. URBANÍSTICO. VIABILIDAD AMBIENTAL DEL PRUGAM. El presente recurso comprende  una diversidad de pretensiones de carácter general, dirigidas a la protección del medio ambiente, todas sobre la base de la consideración de un carácter normativo y definitivo a la resolución 1308-2009 SETENA, la cual otorgó viabilidad ambiental al PRUGAM, el cual, sin embargo, no ha sido aprobado por el INVU y, además, ha sido descartado por esa institución como consecuencia de insuficiencias en diversas materias, con lo cual, un instrumento en esas condiciones, aunque tenga un importante valor informativo, no puede convertirse en una herramienta para valorar o determinar la legitimidad constitucional de todos los aspectos  señalados por el recurrente, cuya amplitud y generalidad, unidos a la convergencia de múltiples y opinables cuestiones técnicas, apuntan, más bien, a concebir lo planteado en el proceso, más que en una discusión jurídica, en una especie de análisis y formulación de hipótesis en cuanto al problema del manejo del factor fragilidad ambiental, desde el punto de vista puramente ambiental, cuanto urbanístico, tanto dentro del gran área metropolitana,  al que atañen el PRUGAM  y el POTGAM, como  al resto del país, en los diferentes escenarios, según existan o no existan planes reguladores y según se apliquen o no se apliquen los usos  de suelo, según los criterios del INVU y el Reglamento Nacional para el Control de Fraccionamiento y Urbanizaciones. Ya esta Sala ha dicho que “el régimen publico que rige en el derecho urbanístico, debe apoyarse en el proceso ante la SETENA, de manera que en ambos casos debe existir un alto grado de coordinación institucional, toda vez que se pretende hacer valer una política  permanente  de  Estado  que  requiere conciliarse con otros derechos fundamentales “(sentencia 2010-013436 de quince horas y trece minutos del cinco de octubre del dos mil once); además, la Sala ha considerado  que la resolución 1308-2009 no es un estudio técnico de viabilidad ambiental, sino la resolución de viabilidad ambiental para el PRUGAM  y que se trata de una evaluación que no es concluyente y que no puede dar fundamento a la toma de decisiones normativas por parte del Poder  Ejecutivo (idem).   Pide, por eso, el recurrente, que la Sala ordene al INVU modificar y ajustar el Reglamento Nacional para el Control de Fraccionamiento y Urbanizaciones, de forma tal que lo armonice con la legislación ambiental promulgada en el país durante los últimos 15 años, pero tal pretensión no tiene fundamento en una disconformidad  del Reglamento con la Constitución, como tampoco en una vulneración concreta de derechos fundamentales, sino en un análisis abstracto  y genérico. Si lo que pretende el recurrente es la declaratoria de inconstitucionalidad del Reglamento, así debe plantearlo cumpliendo los presupuestos y requisitos procesales al efecto, pues no se puede,  por la vía de amparo,  pretender armonizar o actualizar las normas reglamentarias o legales. Con base en esta y otras consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso por razones diferentes.  SL
18399-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. RUIDO EXCESIVO POR CONCIERTO EN ESTADIO NACIONAL.  El recurrente interpone recurso de amparo, contra el Ministerio de Salud y otros, y manifiesta que el 03 de noviembre del año en curso, se realizó en el Estadio Nacional un concierto en el cual se utilizaron altoparlantes a gran volumen, lo que provocó un ruido excesivo y constante. Señala que en virtud de lo anterior, trató de plantear una denuncia ante las autoridades competentes del Ministerio de Salud, pero se le informó que en ese momento no se contaba con el personal encargado de atender el trámite, que sería posible recibir la misma, hasta el lunes 05 de octubre de este mismo año. Menciona que igualmente acudió a las Delegaciones Policiales de Mata Redonda y la Uruca a plantear dicha denuncia, pero se le indicó que no podían hacer nada, igual ocurrió en la Municipalidad de San José. Señala que habita a escasos 50 metros del Estadio Nacional, lo que implica que la contaminación sónica que sufrió ese día, lesiona su derecho a la salud.  Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 50 de la Constitución Política, únicamente contra el Ministerio de Salud. Se ordena a las autoridades recurridas abstenerse de incurrir nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  CL
18442-12. BASURA. RETARDO EN RECOGER BASURA EN CENTRO PENAL PONE EN RIESGO SALUD DE RECLUSOS.  El recurrente alega que, a la fecha de interposición de este asunto, han transcurrido cinco meses en los que la Municipalidad recurrida no recoge la basura del Centro de Atención Institucional de Pococí, con el consecuente problema que ello implica para los privados de libertad, personal de seguridad, técnico y administrativo y los visitantes, dado que se presentan malos olores, así como proliferación de moscas y ratas. Que lo anterior es de pleno conocimiento del Área Rectora de Salud de Pococí; sin embargo, aún no se ha emitido ninguna orden sanitaria o algún tipo de pronunciamiento sobre el particular.  Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
017750-12. COMISIONES. CONFORMACIÓN LESIONA EQUIDAD DE GENERO EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Los recurrentes consideran lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que en la conformación de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, no existe equidad de género.    Esta Sala por sentencia tuvo la oportunidad de conocer los mismos hechos que vienen denunciando los recurrentes en este nuevo recurso. En aquella ocasión se indicó que: “…Al respecto, por la sola indeterminación subjetiva no corresponde dilucidar el asunto por medio del amparo, puesto que lo reclamado no señala la violación del derecho fundamental de alguna persona en concreto, requerimiento fundamental toda vez que en materia de amparo no cabe la acción popular, sino que, aun (sic) cuando cualquier persona pueda interponer un recurso de amparo en favor de un tercero, lo cierto es que se requiere de la existencia de una lesión o amenaza individualizada o individualizable.” Así las cosas, y en vista de que no existen razones suficientes para cambiar el criterio vertido en aquella ocasión, lo pertinente es desestimar la pretensión de amparo, como en efecto se dispone.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
18282-12. COMISIÓN. OBLIGAN A EX FUNCIONARIOS A COMPARECER A COMISIÓN INVESTIGADORA DE LA TROCHA FRONTERIZA. Los recurrentes manifiestan, que han comparecido en cuatro oportunidades distintas ante la Comisión accionada, ello en una investigación que se realiza sobre la denominada -Ruta 1856- o  -asunto de la trocha-. Señalan que la recurrida señaló una nueva audiencia, esta vez a realizarse a las nueve horas del once de diciembre de este año. Afirman que no pueden asistir. Esta Sala resolvió, que la apreciación o valoración de las causas de impedimento alegadas por los recurrentes para no asistir a la comparencia a que hace referencia en la Asamblea Legislativa, es un aspecto propio de plantearse ante la Comisión de Ingreso y Gasto Público que los convocó, a efecto de que esa autoridad determine su procedencia y resuelva lo que en derecho corresponda. Se rechaza de plano el recurso.  RP
COLEGIOS PROFESIONALES
017567-12. INCORPORACIÓN.  REQUISITO DEL EXAMEN DE ÉTICA PARA INCORPORARSE LESIONA LOS DERECHOS HUMANOS.    El recurrente manifiesta,  que el Colegio de Abogadas y Abogados de Costa Rica,  no le han permitido su incorporación a dicho colegio profesional sin realizar el examen de ética profesional jurídica. Considera que al ser graduado de una universidad no se le debe exigir el requisito en disputa, con la intención de ejercer. Estima que la situación planteada ha violentado sus derechos humanos, pues el requisito exigido recae en una duplicidad.  Esta Sala resolvió, que no le corresponde revisar los criterios y requisitos con base en los cuales el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica determina la posibilidad de incorporación a esa asociación de profesionales, ello es competencia de las autoridades recurridas. Por otro parte, este Tribunal no debe fungir como mediador ante una determinada persona física o jurídica -ya sea ésta última de derecho público o privado-, para interceder por una tercera persona a fin de que se le conceda lo que ella pretende, tal y como así solicita el gestionante que se proceda en este caso. Por ello, deberá el amparado plantear sus inconformidades o reclamos ante las autoridades recurridas o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso.  RP

DERECHO A LA EDUCACIÓN

17072-12. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. ESTUDIANTE EXPULSADO SIN OBSERVARSE EL DEBIDO PROCESO. La recurrente aduce que el día 22 de agosto de  2012 las autoridades de la institución Angel High School dispusieron expulsar al tutelado -quien hasta entonces cursaba el cuarto año-, irrespetando los derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso. De otra parte, acusa que, a la fecha, dichas autoridades no le han proporcionado -pese así haberlo solicitado en varias ocasiones-, los reglamentos de evaluación y de disciplina, el contrato firmado con la referida institución, así como el título de conclusión y aprobación del noveno año. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a M. L. V.,o a quien en su lugar ocupe el cargo de Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de A. H. S. S. A, lo siguiente: a) entregarle, de inmediato, a la recurrente -a costa de ésta-, una copia de los reglamentos de evaluación y de disciplina, así como del contrato firmado con dicha institución y b) realizar, de inmediato, las gestiones pertinentes a fin que le sea entregado al amparado -si otra causa ajena al presente proceso no lo impide-, el título correspondiente a la conclusión y aprobación del noveno año de la Educación General Básica. no esté más gravemente penado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

17091-12. SANCIÓN. MENOR DE EDAD ESTUDIANTE SANCIONADO SIN OBSERVARSE EL DEBIDO PROCESO. La recurrente solicita el amparo de los derechos fundamentales del menor de edad amparado, específicamente, las garantías del debido proceso. Lo anterior, por cuanto, pese a que el amparado fue agredido en el centro educativo por otro alumno, posteriormente, fue sancionado por la presunta comisión de una falta grave. Ello sin observar el debido proceso, ya que, ni siquiera sabían que el menor de edad estaba siendo investigado para imponérsele una sanción y no se respetaron las garantías correspondientes. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta al amparado mediante oficio No. ECSJ-0117-2012 de 22 de octubre de 2012 del Director de la Escuela Central San José y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
17115-12. ADECUACIÓN CURRICULAR. NEGATIVA A APLICAR ADECUACIÓN CURRICULAR EN PRUEBAS. La recurrente solicita el amparo de los derechos fundamentales de su hija menor de edad. Específicamente, el derecho a la educación y las garantías del debido proceso. Señala que desde el mes de marzo de 2012 le solicitó a la profesora de inglés del Colegio Seráfico San Francisco de Asís que se analizara la posibilidad de aplicarle a la estudiante una prueba con adecuaciones y no una prueba ordinaria, debido a las necesidades educativas especiales de la menor de edad; sin embargo, acusa que, a la fecha de presentación del recurso de amparo, no había recibido una respuesta a dicha pretensión. Adicionalmente, cuestiona que la misma docente el día 25 de setiembre de 2012 le aplicó a la amparada una boleta por la supuesta comisión de una falta disciplinaria. Acusa que no se le otorgaron las garantías del debido proceso y, pese a que presentó la correspondiente apelación, no se le resolvió nada. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Colegio Seráfico San Francisco de Cartago que proceda de forma inmediata a contestar la nota suscrita por la recurrente el 7 de marzo de 2012. CL
18381-12. PROCESO EDUCATIVO.  ALTA DE CONDICIONES EN AULAS LESIONA PROCESO EDUCATIVO DE ESTUDIANTES.   La recurrente demandó la tutela del derecho a la igualdad y no discriminación del menor amparado, pues, en su criterio, la unión de grupos dispuesta por una directriz ministerial, incide, negativamente, en el aprendizaje del menor amparado. Aunado a lo anterior, el aula de la Escuela La Piñera, donde su hijo recibe lecciones, no es la más adecuada, pues no satisface las especificaciones mínimas de seguridad y espacio para la cantidad de alumnos que alberga.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al derecho a la educación. En consecuencia, se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública y Asesora Regional de Enseñanza Especial, de la Región Grande de Térraba, respectivamente, que, DE MANERA INMEDIATA, coordinen y giren las órdenes necesarias que estén dentro del ámbito de su competencia con el fin de garantizar la continuidad del proceso educativo específico del menor amparado, tomando en cuenta sus particularidades cognitivas. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

18500-12. BACHILLERATO. RETARDO INJUSTIFICADO EN ENTREGAR A ESTUDIANTE TÍTULO ACADÉMICO.  El recurrente manifiesta que, desde hace algún tiempo, solicitó al liceo recurrido la entrega de su título de bachiller. Sin embargo, por diferentes circunstancias, aún no le ha hecho la entrega del mismo. Señala que necesita su título para realizar la práctica profesional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador de la Sede del Colegio Nacional Virtual Marco Tulio Salazar, que, en forma inmediata, realice las diligencias necesarias, dentro de su respectivo ámbito de competencia, para que en el término improrrogable de diez días, contado a partir de la notificación de esta resolución, se emita y entregue al amparado su título de Bachiller en Educación Media. CL
18535-12. SANCIÓN. ESTUDIANTE SANCIONADO CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.   El recurrente manifiesta, que la tutelada fue sancionada con un rebajo de 10 puntos en su nota de conducta, por supuestamente haber arrancado algunas páginas del libro de comunicaciones al hogar. Aduce que previo a la aplicación de dicha sanción, nunca se otorgó la posibilidad de ejercer el derecho de defensa, por lo que estima lesionados los derechos de la amparada.   Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta por el documento número 2476 del 27 de noviembre de 2012, por la que se rebajaron 10 puntos de la nota de conducta de la tutelada. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
16878-12. REGISTRO DE VISITANTES. NEGATIVA A ENTREGAR COPIA DE REGISTRO DE VISITANTES A ESCUELA.  La recurrente manifiesta,  que el 29 de agosto de 2012, solicitó por escrito, a la Directora recurrida, copia de los controles de visitantes que firman las personas en la entrada de ese centro educativo. Lo anterior, desde febrero y hasta diciembre de 2011 y desde febrero de 2012 y hasta la actualidad pero no le han sido entregados. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora de la Escuela Juan Monge Guillén, que en el improrrogable plazo de QUINCE DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a entregar a la recurrente las copias de los controles de visitantes que firman las personas en la entrada de ese centro educativo, desde febrero y hasta diciembre de 2011 y desde febrero de 2012 y hasta la actualidad.  CL
017404-12. INFORMACIÓN.  NEGATIVA A BRINDAR RESPUESTA A LO SOLICITADO POR REGIDORA MUNICIPAL. La recurrente en su condición de regidora municipal propietaria acusa que solicitó Presidente del Concejo Municipal en cuestión una copia certificada del expediente por medio del cual se sustentó el nombramiento del abogado de ese Concejo, sin que a la fecha dicha solicitud haya sido atendida en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal, brindar a la recurrente la información que solicitó, en el improrrogable plazo de CINCO días, contado a partir de la notificación de esta sentencia.  CL
017406-12. INFORMACIÓN. PLAZO EXCESIVO EN RESPONDER SOLICITUD DE USUARIO.  La recurrente manifiesta,  que mediante nota del 30 de octubre del año en curso, presentó ante el Departamento Administrativo Financiero de la corporación municipal recurrida solicitud de información de su interés, relacionada con el proceso de asignación de partidas especificas del Ministerio de Hacienda correspondientes al año en curso. No obstante, refiere que a la fecha de interposición de este recurso no se ha dado respuesta alguna a dicha gestión.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Encargada del Área Administrativa Financiera de la Municipalidad de Cartago, realizar las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que, en el plazo de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se le brinde a la amparada la información requerida el 30 de octubre de 2012. CL
017776-12. INFORMACIÓN. NEGATIVA DE ACCESO A EXPEDIENTE MÉDICO.  El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, en particular de los derechos protegidos en los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, por la negativa infundada de las autoridades de la Clínica Solón Nuñez Frutos y del Instituto Nacional de Aprendizaje, de efectuar la trascripción de ciertos folios de sus expedientes médicos, como lo fue requerido oportunamente ante las autoridades recurridas, en la medida en que son ilegibles. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra las autoridades del Instituto Nacional de Aprendizaje. Se ordena al apoderado general judicial del Instituto Nacional de Aprendizaje, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, a fin de facilitar, inmediatamente, la información pretendida por el recurrente. CL Parcial
017785-12. INFORMACIÓN. NEGATIVA A PERMITIR ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO.   La recurrente acusa que la autoridad recurrida no le permitió tener acceso al expediente administrativo donde se tramita el cobro de unas planillas en su contra, actuación que va en detrimento de lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política.    Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al  Administrador de la Sucursal de Nicoya de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, brinde a la recurrente acceso al expediente administrativo que se tramita en su contra.  CL
17794-12. CAMPO FERIAL. RETARDO EN RESPONDER GESTIÓN SOBRE CAMPO FERIAL DE ZAPOTE.   El recurrente manifiesta que presentó ante la Presidenta del Concejo Municipal y el Alcalde, ambos de la Municipalidad de San José, una solicitud de información respecto a los trámites que debía efectuar para ser atendido por la Comisión Administradora del Parqueo del Campo Ferial; el día, la hora y lugar en que sesiona dicha Comisión; los motivos por los que no obtiene respuesta a sus gestiones; si existe alguna restricción para otorgar un espacio de parqueo a la Asociación que representa; y qué prioridad tienen los grupos organizados de Zapote sobre organizaciones que son del distrito para generar recursos del parqueo. Sin embargo, a la fecha de interposición de este recurso, su gestión no había sido atendida, omisión que considera violatoria de sus derechos  fundamentales.    Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Presidenta del Concejo Municipal de San José y  a la Presidenta de la Comisión Administrativa del Parqueo-Campo Ferial de Zapote, que en el término improrrogable de 10 días hábiles posteriores a la notificación de esta resolución le conteste al amparado, la petición que. CL
017799-12. INFORMACIÓN. RETARDO EN RESPONDER A GESTIÓN DE RECLUSO. El recurrente considera vulnerados sus derechos fundamentales reconocidos en los artículos 27 y 30 de la Constitución, por parte de la Directora del Instituto Nacional de Criminología y el director del Centro Semi-Institucional Cartago, por el hecho de que no hayan contestado solicitudes formales en las que pide que se le devuelva del beneficio del Programa Semi-Institucional, que le fue revocado por causa de una denuncia por violencia doméstica que fue archivada por el Juzgado de Violencia Doméstica.- Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Instituto Nacional de Criminología, y a la Directora del Centro de Atención Semi Institucional Cartago, sede San José, que dentro de los ocho días hábiles posteriores a la notificación de esta resolución, brinden respuesta a las gestiones del recurrente detalladas en los puntos 5 a 8 del Considerando II. CL
17811-12. INFORMACIÓN. RETARDO EN RESPONDER GESTIÓN RESPECTO DE LA CONTAMINACIÓN DE MANTOS ACUÍFEROS.   El recurrente manifiesta que es usuario del servicio del Acueducto de Puente de Piedra, administrado por la recurrida. Indica que a pesar de lo recomendado por ingenieros de Acueductos y Alcantarillados a la asociación recurrida sobre la no  ejecución de trabajos en la naciente sin contar, previamente, con los estudios técnicos y el aval de Acueductos y Alcantarillados, actualmente la recurrida ha realizado labores alrededor de la naciente, lo que pone en riesgo la salud de los  usuarios y un posible impacto ambiental, pues la estructura de la naciente es muy antigua. En vista de ello presentó una solicitud de información ante la recurrida, sin que al momento de la interposición de este recurso, hubiera obtenido respuesta a su gestión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Asociación  Administradora del Acueducto de Puente de Piedra de Grecia, brindarle la información requerida por el amparado, en un plazo de cinco días hábiles contados a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
DERECHO A LA SALUD

18151-12. ATENCIÓN MÉDICA. NO LE DAN ATENCIÓN POR VIVIR EN ZONA CONFLICTIVA. Los recurrentes presentan el recurso a favor de la amparada, adulta mayor en fase terminal, pues consideran que la negativa de la institución recurrida de ingresar al sector donde ella habita por ser sumamente conflictivo e inseguro (León XIII) y brindarle la atención médica que requiere, es violatorio de su derecho a la salud. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director Médico General del Hospital México, al Director de la Clínica del Dolor del Hospital México, al Director Médico del Centro Nacional del Dolor y Cuidados Paliativos, al Jefe Médico de las Áreas de Salud a cargo de la Asociación de Servicios Médicos Costarricenses, y al Director General de la Clínica Clorito Picado de la Caja Costarricense de Seguro Social, que procedan de inmediato, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, a coordinar acciones a efectos de: 1) Valorar médicamente a la amparada, y determinar el mejor tratamiento que le corresponde en tanto paciente en fase terminal. 2) Establecer si efectivamente a la paciente le corresponde la visita domiciliar para la mejor atención de su estado de salud, y determinar a quien le corresponderá realizar dichas visitas, si al EBAIS de León XIII o si procede la referencia al Centro de Atención del Dolor y Cuidados Paliativos. Debiendo el correspondiente, realizar efectivamente dichas visitas y brindarle a la amparada toda la atención médica que su estado de salud requiera, según el criterio y responsabilidad del médico tratante que se determine. Entretanto se procede con la valoración anterior, se ordena al Jefe Médico de las Áreas de Salud a cargo de la Asociación de Servicios Médicos Costarricenses, tomar acciones a efectos de que, el personal del Equipo Básico de Atención Interno Salud de León XIII continué realizando las visitas domiciliarias a la amparada y le brinden todo el tratamiento que su estado de salud requiera.  CL
16885-12. SEGURO FAMILIAR. NIEGAN SEGURO A COMPAÑERA DE HECHO DE ASEGURADO POR ESTAR CASADO.  El recurrente considera lesionados los derechos fundamentales de la tutelada, en particular los contenidos en el artículo 73 constitucional, en virtud de que el Director de la Clínica de Cariari de Pococí no autorizó que se renovara el carné de asegurada de su compañera sentimental, aquí tutelada, a pesar de que tiene ocho años de convivir en unión libre con ella. Señala que se le informó que sólo si se divorciaba de su esposa, con la que tiene más de 25 años de separado, podría asegurar a su compañera. Afirma que negaron renovarle el carné a la amparada, a pesar de que ella está enferma y tiene citas médicas pendientes. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora Médica a.i. del Área de Salud de Cariari, o a quien en su lugar ejerza ese cargo que, adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para otorgar INMEDIATAMENTE a la amparada, la condición de asegurada permanente, según lo ha pedido el actor.  CL
DERECHO DE PENSION
017836-12. MORA ADMINISTRATIVA. RETARDO EXCESIVO EN RESOLVER SOLICITUD DE PENSIÓN  PARA PERSONA AUTISTA. La recurrente alega que la menor tutelada es autista, situación por la que desde el 23 de marzo de 2010 solicitó una pensión amparada a la ley 8769. Sin embargo, a la fecha dicha gestión no ha sido resuelta.   Esta Sala resolvió, que con vista del informe rendido por la autoridad recurridad, verifica la lesión al principio de justicia pronta administrativa al constatar que la solicitud de pensión vitalicia formulada por la accionante desde el 23 de marzo de 2012, aún no ha sido resuelta. Han transcurrido más de 8 meses después de de dicha gestión, plazo que se considera excesivo e irrazonable para su atención.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que, en el improrrogable plazo de QUINCE DÍAS HÁBILES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva DEFINITIVAMENTE la solicitud de pensión por la Ley 8769 formulada por la amparada el 23 de marzo de 2010 y le comunique lo resuelto. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

18376-12. DESALOJO. SE ORDENA SALIDA DE OCUPANTES DE VIVIENDA A PESAR DE EXISTIR PROCESO JUDICIAL PENDIENTE.  La recurrente manifiesta que, el Ministerio de Seguridad Pública acogió un proceso de desahucio que planteó su esposo en su contra, de modo que ahora ella y sus hijas deben salir de la casa que habitan, lo anterior a pesar de que ella tiene derecho sobre el citado inmueble, por tratarse de un bien ganancial. Explica que el juzgado de familia dictó una anotación del bien, pero el juez retrasó el curso del proceso porque no comprendía por qué sus hijas no estaban inscritas en Costa Rica, de modo que toda actuación judicial será tardía. Añade que la vivienda que habitan actualmente ha sido de su esposo desde hace años, pero contiene todos sus muebles y las pertenencias de sus hijas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y al Jefe del Departamento de Desalojos Administrativos, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, o a quienes en su lugar ocuparen esos cargos, no ejecutar el desalojo impugnado, hasta tanto se dicte sentencia firme en el proceso judicial que se tramita en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela. CL
16945-12. DESALOJO. SE ACUSA QUE POLICÍAS DETIENEN A OCUPANTES DE FINCA EN LOS CHILES.   El recurrente demandó la tutela del derecho a la libertad personal de las personas detenidas en el desalojo que realizó la Fuerza Pública el 23 de noviembre de 2012, en Medio Queso de Los Chiles.   Esta Sala resolvió, que no consta idónea y fehacientemente que durante esa diligencia, se haya dispuesto la detención de persona alguna. Por el contrario, el Viceministro de Seguridad Pública, afirmó que durante el desalojo en cuestión, únicamente, se aprehendió y puso a la orden de Migración a tres personas, en virtud que se encontraban indocumentados. En este particular, ese informe permite acreditar que luego que se verificó su condición migratoria, esas tres personas fueron puestas en libertad. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO DE TRABAJO
18375-12. NOMBRAMIENTO. EXCLUSIÓN DE FUNCIONARIO DE CONCURSO LABORAL POR PÉRDIDA DE PRUEBA PSICOMETRICA. La accionante indica que desde el dieciocho de agosto de dos mil ocho, trabaja interina como Oficinista en la Oficina de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública. El diez de agosto de dos mil once, fue convocada por la Dirección General de Servicio Civil para realizar las pruebas para demostrar su idoneidad en el puesto que ocupa en forma interina, por lo que efectuó tres pruebas de carácter psicométrico. Señala que, solicitó una respuesta sobre el resultado de las pruebas obtenidas en el Concurso NE-05-2011 y se le informó que obtuvo un 63.29 en la prueba citada. Alega que dicha calificación es el único resultado de las pruebas que realizó, lo que significa que no se tomó en consideración alguna sus atestados académicos y su experiencia profesional desde el dos mil ocho. Dicha nota, es menor a 70 y, por ende, le imposibilita integrar el registro de elegibles. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Servicio Civil, o a quien en su lugar ocupe el cargo, lo siguiente: a) Si el concurso no ha concluido, reajustar la calificación del amparado de tal manera que la prueba psicométrica no exceda del 50% del total de la calificación y b) Si el concurso concluyó, reajustar la calificación en el mismo sentido para futuros concursos en que participe la amparada. La Magistrada Calzada declara con lugar el recurso por otras razones. El Magistrado Cruz pone nota. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
18392-12. AMONESTACIÓN. FUNCIONARIA AMONESTADA CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  La recurrente alega que la Directora del Liceo Miguel Araya Venegas de Cañas le impuso dos amonestaciones escritas; sin embargo, estima que no se otorgó todas las garantías procesales para ejercer su derecho de defensa, conforme a lo dispuesto en el artículo 39 de la Constitución Política.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Liceo Miguel Araya Venegas, suprimir las referencias escritas que se hicieron constar en el expediente de la amparada , respecto de las amonestaciones escritas que fueron impuestas por medio de los memorandos números 224-2012-LMAV del 18 de octubre de 2012 y 275-2012-LMAV del 12 de noviembre de 2012. CL
18397-12. SANCIÓN. DOCENTE SANCIONADA CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. La recurrente alega que labora como profesora en el Colegio Nocturno de Ciudad Nelly, y en algunas ocasiones ha tenido que llevar a su hija a la institución. Mediante oficio número CNCN-187-2012 del 25 de octubre de 2012, fue informada del inicio de un procedimiento en su contra, sin respetar el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones  números CNCN-187-2012 y CNCN-195-2012, del 25 de octubre y 5 de noviembre, ambos de 2012, respectivamente, y, por ende, se retrotrae el procedimiento hasta ese momento. CL
18444-12. SALARIO. REBAJOS DESPROPORCIONADOS. La recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto las autoridades del Ministerio de Educación Pública le han practicado rebajos desproporcionados en el monto de su salario, de alrededor de ¢81.494,00, sin una audiencia previa. Esta situación, según la tutelada, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución.  Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al debido proceso. Se ordena al Jefe a. i. del Departamento de Control de Pagos del Ministerio de Educación Pública,  que se abstenga de incurrir, nuevamente, en la conducta que dio mérito a estimar el presente amparo. CL
18386-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ALEGA QUE INSPECCIÓN JUDICIAL NO SIGUIÓ DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente la lesión al debido proceso en un procedimiento disciplinario que lleva en su contra la Inspección Judicial, por las siguientes razones: 1) El traslado de cargos no contiene la prueba que respalda los hechos que se le atribuyen; 2) No se resolvieron las impugnaciones planteadas contra el auto de traslado de cargos; 3) Ausencia dentro del expediente electrónico de los recursos planteados por la defensa; 4)   Error en la comunicación del señalamiento de audiencia oral- fue comunicada a otro Defensor Público. Se indica que la Sala ha sido reiterativa en indicar que no toda infracción a las normas procesales  se convierte, per se, en una violación de relevancia tutelable en esta sede. Por el contrario, el amparo tan sólo procede ante violaciones graves, burdas  o claras que conculquen  o amenacen conculcar,  de forma directa y efectiva, el derecho de defensa o el debido proceso. En el caso concreto, después de analizar los elementos probatorios aportados este Tribunal descarta la lesión al debido proceso de la investigada, los recursos presentados fueron atendidos por el Tribunal de la Inspección Judicial disponiéndose su conocimiento a la audiencia señalada para febrero del dos mil trece. En consecuencia, se rechaza que la Administración haya actuado de forma ilegítima u arbitraria.  SL
11953-12. RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO. A FUNCIONARIOS JUDICIALES BECADOS DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. La procedencia o improcedencia del reconocimiento del tiempo servido en la Universidad de Costa Rica bajo la modalidad de horas asistente-estudiante para efectos de jubilación es una cuestión de mera legalidad ordinaria, como lo son otros tantos requisitos y aspectos que no involucran derechos fundamentales sino derechos o expectativas de derecho de índole legal y reglamentaria, que en cientos o, acaso miles de reiteradas resoluciones, esta Sala ha considerado que competen a la jurisdicción común. La artificial construcción del alegato por vulneración del principio de igualdad como un problema de derechos fundamentales, por el hecho de que el Consejo Superior haya presuntamente aprobado o reconocido el  tiempo servido bajo esa modalidad a otros servidores judiciales, no es tal, pues el hecho de que el Consejo  lo haya reconocido  a otros  no otorga derecho  alguno a la recurrente que pueda reclamarse en esta vía, en la medida es que se trata, como se ha dicho, de un problema de legalidad ordinaria que debe resolverse en la sede correspondiente,  pues  en  el  evento  de  que  el  reconocimiento  de  esas horas-asistente-estudiante a terceras personas por parte del Consejo Superior fuera legal, no le corresponde a esta Sala determinar si a la recurrente también habría que  reconocerlo,  sino  a  la  jurisdicción  común.  En  el  evento  de  que  el reconocimiento de esas horas a terceros  fuera ilegal, el amparo tampoco  sería procedente, pues  no existe un derecho a la igualdad en la ilegalidad. SL
017276-12. NOMBRAMIENTO. DENEGADO NOMBRAMIENTO POR PERDIDA PRUEBA PSICOMETRICA.  El recurrente, quien labora de forma interina como Técnico Servicio Civil 3 para el Servicio Nacional de Salud Animal (SENASA), alega que al no ponderarse por parte de la Dirección General de Servicio Civil sus atestados académicos y la experiencia desarrollada, la calificación asignada de 63.71 que proviene única y exclusivamente del resultado de las pruebas psicométricas, es violatoria de sus derechos fundamentales.   Se declara con lugar el recurso. Se le apercibe al Director General de Servicio Civil, que en forma inmediata cumpla con lo siguiente: a) Si el concurso no ha concluido, reajustar la calificación del amparado de tal manera que la prueba psicométrica no exceda del 50% del total de la calificación y b) Si el concurso concluyó, reajustar la calificación en el mismo sentido para futuros concursos en que participe el amparado. El Magistrado Cruz pone nota.   CL
017275-12. CONCURSO. EXCLUYEN A FUNCIONARIO DE TERNA POR PERDIDA DE PRUEBA PSICOMETRICA. El recurrente alega que se le informó que en las pruebas que realizó en la Dirección General del Servicio Civil, obtuvo una calificación de 68.78, necesitando un 70 para poder quedar o figurar como elegible; por tal razón no podrá integrar el registro de elegibles, y como consecuencia y a corto plazo, tampoco la terna para concursar en el puesto que en forma interina ocupa, por lo que, irremediablemente, será cesado en sus funciones, a pesar de que las calificaciones antes indicadas son el resultado de las pruebas psicométricas, las cuales no toman en cuenta sus atestados académicos y su experiencia laboral desarrollada en el Ministerio de Agricultura y Ganadería, por mas de 20 años.  Se declara con lugar el recurso. Se le apercibe al Director General de Servicio Civil, o a quien en su lugar ocupe el cargo, que en forma inmediata cumpla con lo siguiente: a) Si el concurso no ha concluido, reajustar la calificación del amparado de tal manera que la prueba psicométrica no exceda del 50% del total de la calificación y b) Si el concurso concluyó, reajustar la calificación en el mismo sentido para futuros concursos en que participe el amparado. El Magistrado Cruz pone nota. CL
017288-12  (MÁS 202 ASUNTOS) ATESTADOS. RETARDO EN ACTUALIZAR DATOS DE DOCENTE LE IMPIDE OPTAR POR UN PUESTO EN PROPIEDAD.  La  recurrente manifiesta que,  en el 2009 realizó el proceso de reclutamiento para ofertar sus servicios como educadora en el Ministerio recurrido, en ese momento con un Diplomado en Educación General y un bachillerato en proceso y así registró sus atestados. Señala el año en curso, efectuó la actualización de sus datos en la sede regional de Cartago. Ante su consulta se le informó que los datos recibidos en el proceso de reclutamiento de este año realizado en marzo pasado, serían considerados hasta finales del 2014, lo que implica que hasta esa fecha le será tomado en cuenta su título de Bachillerato en Educación Especial, ya que por el momento aparece en el sistema con un Diplomado en Educación General y con un Bachillerato en proceso que tampoco le fue reconocido como ET-2. Considera que con los hechos impugnados se violenta su derecho al trabajo, ya que aún cuando cuenta con un grado académico superior al registrado en el Ministerio de Educación, no se le ha actualizado como tal, lo que la coloca en una condición de desventaja respecto de otros oferentes.   Se  declara con lugar el recurso. Se ordena: a) al Director General y a la Directora del Área de Carrera Docente, ambos de la Dirección General de Servicio Civil, que de inmediato actualice los atestados de la parte amparada en el Registro de Elegibles 2009 para los nombramientos en propiedad del 2013, con base en la información suministrada por ella, de modo tal que no remita al Ministerio de Educación Pública ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la parte accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada; y b) al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que omita hacer designaciones en propiedad en las plazas en las que la parte recurrente manifestó interés en participar, hasta tanto el Director del Área de Carrera Docente de la Dirección General de Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. Deberán los recurridos en el plazo establecido en la sentencia número 2012-16852 de las 11:50 horas del 30 de noviembre de 2012, solucionar de forma definitiva el proceso mediante el cual se realiza la actualización de los atestados de los funcionarios del Ministerio de Educación Pública y, deberá informar a la Sala sobre las acciones desarrolladas respecto del proceso de actualización. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.-   CL
17600-12    (MÁS 106 ASUNTOS). ATESTADOS. RETARDO EN ACTUALIZAR  DATOS DE DOCENTE LE IMPIDE OPTAR POR UN NOMBRAMIENTO. La recurrente manifiesta, la Dirección General de Servicio Civil dio apertura al Concurso Docente, con el propósito de conformar el Registro de Elegibles Docentes para optar por un puesto interino o en propiedad en el Ministerio de Educación Pública. Explica que con ocasión del concurso en mención, participó y entregó todos los documentos con el fin de formar parte del Registro de Elegibles, al tener un título de Licenciatura en Educación Especial, con lo cual quedaría ubicado en categoría profesional ET-4. Añade que el Servicio Civil entregó a la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública la Propuesta de Candidatos Calificados para Nombramientos en Propiedad para los Puestos del estrato propiamente Docente del Ciclo Lectivo 2013. Señala que al consultar la calificación obtenida, se percató que no había logrado alcanzar un sitio en la propuesta final de nombramientos, de acuerdo a los requerimientos y condiciones dispuestos para las plazas, pues allí cuenta con un grupo profesional ET-3 y una calificación de 72 puntos, que son los datos que constaban en el año 2009, pero no en la actualidad, pues ahora ostenta el grupo profesional ET-4, por lo que se le ha afectado sus intereses laborales. Refiere que la falta de actualización de sus atestados, le ocasiona un grave perjuicio y la deja en desventaja frente a los demás oferentes, debido a que no será considerada en puesto en propiedad o interino en condiciones de igualdad y realidad. Considera lesionados sus derechos fundamentales, al emitirse una Lista de Elegibles que se encuentra desactualizada, para el curso lectivo 2013. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General el Servicio Civil y a la Directora del Área de Carrera Docente, que de inmediato actualice los atestados de la amparada, en el Registro de Elegibles 2009 para los nombramientos en propiedad del 2013 con base en la información suministrada por ella en el sitio web, de modo tal que no remita al Ministerio de Educación Pública ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la parte accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada; y al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública,  que omita hacer designaciones en propiedad en las plazas en las que la parte recurrente manifestó interés en participar, hasta tanto el Director del Área de Carrera Docente de la Dirección General de Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. Deberán los recurridos en el plazo máximo de SEIS MESES, contados a partir de la notificación de la sentencia 2012-016854 de las once horas cincuenta y dos minutos del treinta de noviembre del dos mil doce, solucionar de forma definitiva el proceso mediante el cual se realiza la actualización de los atestados de los funcionarios del Ministerio de Educación Pública, informando a la Sala sobre las acciones desarrolladas respecto del proceso de actualización. Los Magistrados Jinesta Lobo , Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

018035-12. ATESTADOS. RETARDO EN ACTUALIZAR DATOS DE DOCENTE LE IMPIDIÓ OPTAR POR UN NOMBRAMIENTO.  La parte recurrente estima lesionados los derechos fundamentales de la amparada, toda vez que en el proceso de reclutamiento y selección que participó, la Dirección General de Servicio Civil calificó con base en información desactualizada sobre sus atestados, lo que produjo que resultara no elegible.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena: a) al Director General y a la Directora del Área de Carrera Docente, ambos de la Dirección General de Servicio Civil, que de inmediato actualice los atestados de la parte amparada en el Registro de Elegibles 2009 para los nombramientos en propiedad del 2013, con base en la información suministrada por ella, de modo tal que no remita al Ministerio de Educación Pública ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la tutelada, hasta tanto no proceda con la actualización indicada; y b) al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que omita hacer designaciones en propiedad en las plazas en las que la parte amparada manifestó interés en participar, hasta tanto el Director del Área de Carrera Docente de la Dirección General de Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. Deberán los recurridos en el plazo establecido en la sentencia número 2012-16854 de las 11:52 horas del 30 de noviembre de 2012, solucionar de forma definitiva el proceso mediante el cual se realiza la actualización de los atestados de los funcionarios del Ministerio de Educación Pública y, deberá informar a la Sala sobre las acciones desarrolladas respecto del proceso de actualización. Los Magistrados Jinesta Lobo,  Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.  CL
017742-12. MORA ADMINISTRATIVA. RETARDO EN RESOLVER GESTIÓN PAGO EXTRAORDINARIO.   La recurrente manifiesta,  que se desempeña como oficial de la Policía Profesional de Migración. Indica que le solicitó a la funcionaria recurrida el reconocimiento y pago de tiempo extraordinario laborado durante el operativo de fin y principio de año en Peñas Blancas. Sin embargo, se le rechazó tal solicitud con el argumento de que por tener reconocido el pago de disponibilidad no se le pagaba tiempo extraordinario, lo cual estima contrario a lo preceptuado en el artículo 58 de la Constitución Política y a la jurisprudencia de la Sala Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio del coordinador del Subproceso de Trámite, Registro y Control de la Gestión de Recursos Humanos de la Dirección General de Migración y Extranjería. Se ordena a la Gestora de Recursos Humanos de la Dirección General de Migración y Extranjería, disponer lo necesario para que se resuelva la gestión del actor, a la mayor brevedad posible, con base en lo decidido por la Sala. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.   CL
17748-12. NOMBRAMIENTO. EXCLUSIÓN DE FUNCIONARIA EN CONCURSO POR PÉRDIDA DE PRUEBA PSICOMETRICA.  Los recurrentes   manifiestan,  que la amparada fue excluida del concurso que se tramitó para ocupar en propiedad el puesto que ella venía ocupando, de manera interina, en el Tribunal Administrativo de Transporte, debido a que no aprobó la prueba psicométrica. Sostienen que con ello se infringen los derechos constitucionales de la amparada, así como la jurisprudencia de esta Sala, en el sentido que no se puede tomar como único parámetro la aprobación de una prueba psicométrica, sin considerar la experiencia laboral y los atestados académicos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en contra de la Dirección General de Servicio Civil, en razón de la calificación otorgada a la amparada como producto del concurso, con sustento, principalmente, en las pruebas psicométricas. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro pone nota.  CL Parcial
017820-12. PRESTACIONES LEGALES. RETARDO EXCESIVO EN CANCELAR PRESTACIONES.  El recurrente alegó que el Ministerio de Educación Pública no la ha pagado aún las prestaciones legales correspondientes. Esta Sala resolvió, que tiene plena e idóneamente demostrado que, al amparado lo necesario para el pago oportuno de las prestaciones legales que le corresponden, a la fecha no se le han pagado. Partiendo del criterio conteste vertido en materia de prestaciones legales, el retardo verificado constituye una lesión de los derechos fundamentales consagrados en los artículos 41 y 57 de la Constitución Política. Ese retardo resulta, especialmente, gravoso si se considera que el amparado tiene derecho a que el Estado, de manera pronta y efectiva, le reconozca los extremos reclamados, lo cual, incluso debería realizar sin imponerle al servidor el deber de gestionar su reconocimiento. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado.    Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Departamento de Control de Pagos del Ministerio de Educación Pública, que disponga lo necesario dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del mes siguiente a la notificación de esta resolución, se le pague al recurrente las prestaciones legales que le corresponden, si otra causa ajena a la aquí examinada no lo impide.   CL
17990-12. SALARIO. RETARDO EN CANCELAR A DOCENTE EL SALARIO RESPECTIVO POR LA LABOR REALIZADA. La recurrente reclama que a pesar de que fue nombrada interinamente en el puesto de docente, en sustitución de otra servidora suspendida sin goce de salario, en virtud que ella apeló, no le han pagado y le informaron que no se sabe si le van a pagar, lo cual considera violatorio de su derecho al salario. Se declara con lugar el recurso Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que en el caso en que a la fecha no se haya pagado, ordenar la cancelación inmediata de los salarios que se adeudan a la actora correspondientes al nombramiento, a partir de la comunicación de esta sentencia.  CL
17196-12. ACOSO LABORAL. TRASLADO DE FUNCIONARIA LEGISLATIVA A OTRO PUESTO POR ORDEN DE DIRECTORIO. La recurrente manifiesta, que el día 9 de noviembre de 2012 le informó a la Prensa sobre una serie de actos de acoso laboral y sexual que se han cometido en su contra en la Asamblea Legislativa. Indica que el día 15 de noviembre de 2012 se publicó su caso en el Diario Extra, y de forma consecuente, al llegar a su lugar de trabajo en el Departamento de Recursos Humanos de la Asamblea Legislativa, fue agredida de palabra por una serie de funcionarios. Acusa que ha sufrido diversas formas de acoso laboral, pues el Director citado no le asigna las funciones que le corresponden y luego le evalúa de forma negativa. Debido a la situación expuesta, debió interponer una demanda laboral ante el Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, la cual se tramita actualmente. Acusa que por medio de oficio número 148-2012, el Director Legislativo accionado dispuso trasladarle al Departamento de Servicios de Salud, lo cual -a su juicio- violentó sus derechos. Debido a su inconformidad, presentó un recurso de inconformidad, pues se le varió las condiciones de su contrato de trabajo. Reitera que ha sido víctima de acusaciones en abstracto por parte del Director de Departamento de Recursos Humanos. Sostiene que debido al acoso laboral del cual ha sido objeto, se le han suprimido algunos pluses salariales. Esta Sala resolvió, en cuanto a los alegatos y pretensiones expuestas por el recurrente, se impone advertir que si la amparada sufre de acoso laboral, es una situación que no corresponde dilucidar en la vía sumaria del amparo, sino en vía común, -administrativa o jurisdiccional- ya que esta Sala no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Por ello, deberá la recurrente plantear su inconformidad o reclamo ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Por otra parte, respecto del traslado del que fue objeto debido a la situación de acoso laboral que acusa. Tampoco le compete a este Tribunal revisar si la resuelto por el Directorio Legislativo respecto al caso planteado para su discusión, se ajusta o no a la normativa legal y reglamentaria vigente. Deberá la recurrente presentar el respectivo reclamo ante las autoridades recurridas, o en su defecto, en la vía jurisdiccional competente Ahora bien, dado que, según lo manifiesta la propia recurrente, el asunto se encuentra en discusión en vía laboral, es ante el juez que conoce del asunto que deberá presentar sus alegatos. Se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO PENAL
18289-12. MENOR DE EDAD. DETENIDO A PESAR DE HABERSE CANCELADO ORDEN DE CAPTURA.  El accionante manifiesta, que al ser aproximadamente las quince horas del treinta de noviembre del año en curso, funcionarios del Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón, se apersonaron al taller de su propiedad, y procedieron a llevarse a su hijo bajo el entendido de que existía una orden de presentación en su contra. Manifiesta que en el vehículo en que fue trasladado el amparado, se le indicó que dicha orden obedecía al hecho de existir planteado un proceso en el Juzgado Penal Juvenil de Pérez Zeledón en su contra, en donde se suponía que su dirección no se había indicado correctamente y por ello, no había sido posible localizarlo, situación respecto de la que su hijo manifestó que la dirección se había corregido desde marzo de este mismo año, pero aún así se lo llevaron.  Esta Sala resolvió, que con vista del informe rendido por la autoridad judicial recurrida,  constata que la existencia en los registros del Organismo de Investigación de una orden de Captura en contra de tutelado, que había sido dejada sin efecto desde hace más de siete meses, vulnera la libertad del investigado. Nótese que la orden de captura fue dictada el doce de marzo del año en curso, y fue dejada sin efecto el veintiséis de ese mismo mes. Por lo que el error  en la vigencia de una orden de captura en los registro del Organismo de Investigación Judicial lesiona los derechos fundamentales del tutelado.  Se declara con lugar el recurso. CL
18291-12 DETENCIÓN. AGENTES DEL OIJ DETIENEN A VENDEDORA DE LOTERÍA SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA.    El recurrente, presenta el recurso a favor de la amparada, considerando que esta es vendedora de lotería y el 11 de diciembre del 2012 fue detenida por oficiales del Organismo de Investigación Judicial, conducida a cárceles del Primer Circuito Judicial de San José, y posteriormente fue dejada en libertad, todo sin motivo alguno. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que la detención no lesiona los derechos fundamentales de la amparada, ni en su detención inicial, ni en haberle solicitado su documento de identidad, ni en haberla trasladado al edificio de Tribunales del I Circuito Judicial, pues todo ha obedecido a una noticia criminis, a que la presentaba no sólo un amplio récord policial sino principalmente una alerta activa por una causa que se le sigue en Parrita, y a la situación conflictiva que se presentó en el lugar de la detención. Por lo demás, nótese que para el traslado se siguió el debido proceso (informándole a esta de sus derechos), nunca es ingresada a celdas y que fue puesta en libertad pasados 10 minutos. Actuando los recurridos, conforme a sus facultades legales. Se declara SIN lugar el recurso.  SL
18278-12.  REBELDÍA. DECRETADA CAPTURA DE IMPUTADAS PESE A INDICAR QUE ESTABAN ENFERMAS.   El recurrente alega que contra sus representadas -acá amparadas- el Tribunal de Juicio de Osa declaró el 18 de octubre de 2012, rebeldía y ordenó su captura, esto a pesar de que ellas indicaron en horas de la mañana de ese mismo día que no podrían asistir a la audiencia, toda vez que se encontraban enfermas. Indica que contra dicha sentencia se interpuso recurso de revocatoria, que fue declarado sin lugar y, posteriormente se presentó recurso de apelación contra el citado rechazo. Expone que el Tribunal de Juicio de Osa emplazó a las partes el 20 de noviembre de 2012, para que en el término de tres días comparecieran ante el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago; sin embargo, en ese Tribunal le informaron que no había ingresado el expediente.  Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que el dictamen médico aportado de las amparadas, decía que lo que ellas necesitaban era reposo, pero no incapacidad, por lo que la audiencia se realizó sin su presencia, lo que justifica la rebeldía y la orden de captura. En ese sentido, determinar la validez de un dictamen médico para realizar o posponer una audiencia es un asunto de mera legalidad que no le compete analizar a este Tribunal. Por otra parte, en cuanto al acceso al expediente, que el accionante indica no ha sido enviado al Tribunal de Apelación de Sentencia, bajo juramento se indica que el 5 de diciembre de 2012, fue remitida copia certificada de dicho expediente mediante Correo Courier de Correos de Costa Rica. Es decir, el expediente fue remitido con anterioridad a la interposición del presente recurso. El hecho de que el recurrente se haya apersonado al Tribunal de Apelación de Sentencia el 6 de diciembre de 2012 y todavía este no hubiere llegado, no implica lesión alguna a sus derechos fundamentales, pues no hubo denegatoria del expediente en sentido estricto y no se acredita una violación al derecho de defensa consecuencia del atraso en el trámite de envío del expediente. Se declara sin lugar el recurso. SL
18284-12. PRISIÓN PREVENTIVA. TRAMITACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. SE REITERA EL CAMBIO DE CRITERIO SOBRE FIRMEZA DEL A SENTENCIA PENAL. El recurrente acusa que pese a que el Tribunal de Apelación del II Circuito Judicial de San José aceptó que por un error no había notificado al amparado el recurso de apelación por adhesión presentado por el Ministerio Público, éste dispuso rechazar el incidente de nulidad que presentara por tales hechos. Acusa que lo anterior implica una lesión de los derechos de su representado, pues el Tribunal accionado acogió el recurso de apelación de cita, y duplicó la pena que había impuesto originalmente a su representado. Esta Sala considera que no existe lesión alguna a los derechos del tutelado, pues al momento en que el Tribunal de Apelación de Sentencia dictó el voto número 2012-1826 de las 14:17 del 14 de septiembre de 2012, el criterio jurisprudencial de esta Sala que se encontraba vigente era aquel que señalaba que la sentencia condenatoria adquiría firmeza luego de resuelto el recurso de apelación, de ahí que el hecho de que no se prorrogara la prisión preventiva del amparado en ese momento, y de que se le pusiera bajo las órdenes del Instituto Nacional de Criminología, no conllevaba a una vulneración de sus derechos fundamentales. Asimismo, se tiene por demostrado que antes de la interposición del presente recurso de hábeas corpus, ya el Tribunal de Juicio del I Circuito Judicial de San José había ordenado que se realizara una audiencia para resolver la situación jurídica del tutelado, a raíz del cambio de criterio de la jurisdicción constitucional con respecto a la firmeza de un fallo en materia penal, la que se llevó a cabo el 11 de diciembre de 2012, y en la que se anularon todos los actos de ejecución de sentencia y se prorrogó la prisión preventiva del amparado.  En cuanto al rechazo del incidente de actividad procesal defectuosa por parte del Tribunal de Apelación de Sentencia del II Circuito Judicial de San José, estése el recurrente a lo dispuesto por esta Sala en la sentencia número 2012-13732 de las 14:30 del 2 de octubre de 2012. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. SL y Estése
18364-12. EXTRANJERO. IMPIDEN A EXTRANJERO INGRESO A TERRITORIO NACIONAL POR ERROR ADMINISTRATIVO.  El recurrente reclama que se le negó el ingreso al país al intentar regresar procedente de Nicaragua, toda vez que fue confundido con su padre de igual nombre y apellidos, quien cuenta con una pensión alimentaria a su cargo. Alega que estuvo retenido durante dos horas y media mientras se analizaba su situación, y luego fue trasladado a las oficinas migratorias nicaragüenses, impidiéndole el ingreso a Costa Rica, lo estima violenta su libertad de tránsito. Esta Sala resolvió, que en el caso bajo estudio, la inconformidad del recurrente es con la actuación de los servidores de la Dirección recurrida, quienes encontraron razones suficientes para retener su pasaporte,  mantenerlo bajo valoración y luego regresarlo ante las autoridades migratorias de su país de origen. Estima este Tribunal que del actuar descrito por el recurrente, se descarta la existencia de lesión alguna en perjuicio de sus derechos fundamentales, toda vez que no hay razón alguna por la cual el amparado no deba someterse a las disposiciones normativas que regulan lo referente al control migratorio, cuya competencia la ejerce precisamente la autoridad aquí recurrida, la cual está facultada para regular el ingreso y la permanencia de los extranjeros en el país. Bajo los supuestos alegados, no puede este Tribunal revisar lo actuado, ni determinar si procede o no otorgarle un estatus migratorio, ni establecer si se le ha causado un daño moral, aspectos todos que deberá plantear el recurrente ante las instancias administrativas o judiciales que corresponda. Se rechaza por el fondo el recurso. RF
18401-12. DETENCIÓN. SE ACUSA DETENCIÓN DE 102 PERSONAS DE MANERA ILEGÍTIMA.  La recurrente objeta la detención de los amparados, por la supuesto comisión de un delito en la emisión de licencias de conducir, considera que no se dieron los presupuestos para ello, considerándola ilegal. Aparte de que se hizo en una forma masiva, lo que estima es un ejercicio abusivo de las potestades que tiene la Fiscalía. Señala que se dio una detención injustificada de los amparados por más de ocho horas para ser finalmente dejados en libertad sin declaración indagatoria y sin que mediara solicitud de imposición de medida cautelar por parte del Ministerio Publico. Que no se les brindó una alimentación adecuada durante las horas de su detención que se realizó en un sitio que no reúne las condiciones higiénicas requeridas, pues no tiene agua, ventilación ni servicios sanitarios. También que se les violó el derecho de defensa por falta de información sobre sus derechos fundamentales al momento de la detención, así como por haber mantenido a las personas detenidas en una incomunicación inconstitucional, sin poder, siquiera, tener contacto con su defensor o defensora durante las horas de detención.  Esta Sala resolvió, con vista de lo informado por la Fiscal de la Unidad Operativa de Dirección Funcional del Ministerio Público, se tiene que, se dieron los presupuestos procesales de la necesidad para detener a todos y cada uno de los amparados. Ciertamente, operativos policiales como el ejecutado en este caso, son poco comunes, ello no significa que no puedan realizarse o que no puedan ajustarse a los lineamientos y garantías establecidas en la Constitución Política y en la legislación procesal penal. En este asunto, se ha señalado que a pesar de tratarse de una causa contra 102 personas, se contaba con la existencia de indicios comprobados de estarse en presencia de un delito, requisito de legitimación sustancial de las diligencias y de exigencia constitucional, por lo que no es posible presuponer una ilegalidad en la disposición de detenerlos solo por la cantidad de imputados. No compete en todo caso a esta Sala valorar el mérito de las pruebas existentes en contra de éstos, aspectos propios para ser establecidos, discutidos y ventilados en la jurisdicción penal y por los órganos que resulten competentes. Además, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha reconocido que el Ministerio Público tiene la potestad de ordenar la detención de un imputado, siempre y cuando dicha privación de libertad no exceda el plazo de veinticuatro horas establecido por el artículo 37 constitucional, en el que deberá poner al detenido a la orden del juzgado competente. (ver sentencia número 2004-10351 de las 18:00 hrs del 21 de setiembre del 2004). La recurrente afirmó que los amparados estuvieron detenidos por más de ocho horas para ser finalmente dejados en libertad. De manera que la detención resultó justificada y no se evidencia en ella arbitrariedad alguna.   En cuanto a lo acaecido a los abogados defensores que cita la recurrente, se ha indicado que para acceder al área de contención donde se encontraban las personas tuteladas, se debía realizar la gestión ante los encargados de la Sección de Cárceles de dicha área, procedimiento que no fue así respetado por funcionarios de la Defensa Pública, quienes tampoco portaban ninguna identificación visible. De lo anterior se infiere que lo sucedido fue una inobservancia al procedimiento establecido para acceder a las personas privadas de libertad, razón por lo cual no es posible endilgar responsabilidad alguna a la Sección de Cárceles, pues no fue que se negó la asistencia específica de defensa.   Las autoridades recurridas informan que los amparados no fueron objeto de maltratos físicos ni de abuso policial y el día en que estuvieron en custodia de la Sección de Cárceles del I Circuito Judicial, se les suministró las comidas básicas así como las bebidas correspondientes y habían funcionarios disponibles para solventarles algún otro tipo de necesidad que presentaran, como medicamentos. Respecto de la requisita objetada, se ha informado que a las personas privadas de libertad se les realizó una revisión corporal superficial para descartar el que llevaran consigo algún tipo de arma u otro similar que pusiera en riesgo tanto la integridad del personal de investigación como de la persona detenida.  Por lo expuesto, al no encontrar esta Sala que las actuaciones impugnadas hayan tenido por consecuencia la lesión o amenaza de los derechos fundamentales invocados por la recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL 
18417-12. DETENCIÓN. IMPUTADA DETENIDA PESE A QUE CAUSA PENAL ESTABA TERMINADA.  La recurrente alega que el 9 de noviembre de 2012, fue detenida, esposada y trasladada a las celdas, por una orden de captura y remisión al Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, emitida por el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, dentro de la causa penal, supuestamente del 2004; sin embargo, dicha causa había terminado hace mucho tiempo con sobreseimiento definitivo para su persona, aprobado por el Tribunal Superior. Debido a lo anterior, se puso en libertad, no sin antes haberse reseñado o –fichado-, creando un archivo policial con su nombre, sus huellas y sus fotografías en el Archivo Criminal y en el Sistema Digitalizado ECU, violentándose sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso en cuanto a la detención ilegítima de la recurrente.  Se reserva el dictado de la sentencia en este proceso de amparo y se otorga a la recurrente el plazo de quince días hábiles, contados a partir de la notificación de esta resolución, para que interponga acción de inconstitucionalidad contra el artículo 40 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, bajo apercibimiento de que, si no lo hiciere, se archivará el expediente (artículo 48 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional).  CL
18572-12. DETENCIÓN. RECLUSO SE MANTUVO DETENIDO A PESAR DE ORDENARSE SU LIBERTAD. El recurrente acusa que, desde el 7 de diciembre de 2012, el Juzgado Penal de Buenos Aires dispuso la libertad del amparado y así lo comunicó al Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón; sin embargo, al momento de interponerse el recurso (12 de diciembre de 2012) el amparado aún permanecía detenido, en infracción de sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, contra el Centro de Atención Institucional de Pérez Zeledón. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
18606-12. DETENCIÓN. IMPUTADO SE MANTUVO DETENIDO SIN ORDEN JUDICIAL QUE ASÍ LO ORDENARA. Indica la actora que el tutelado está privado de libertad sin una resolución que respalde esa limitación.  Esta Sala resolvió, con base en el informe que rinde la accionada y las copias que adjunta del expediente del proceso penal en el que se juzgó al tutelado, puede concluirse que el imputado estuvo privado de libertad, sin resolución que respaldara esa restricción de sus derechos fundamentales, del 14 al 17 de diciembre. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
17027-12. DETENCIÓN. DURANTE MANIFESTACIÓN PÚBLICA. El recurrente alega que los amparados se encontraban presenciando la protesta ciudadana relacionada con la Caja Costarricense de Seguro Social, permanecieron por unos minutos dando apoyo, pero en realidad sólo presenciaban la actividad. Precisa que sin razón alguna, fueron detenidos por la policía. Alega que la policía actuó en forma agresiva y abusó de poder frente a los manifestantes. Al respecto, este Tribunal tuvo por demostrado que el tutelado fue aprehendido debido a que incurrió en actos de violencia contra los oficiales de la Fuerza Pública; razón por la cual, su detención fue justificada. En el caso del tutelado, se constata que obstruyó e impidió el libre tránsito de vehículos frente a la Caja Costarricense de Seguro Social, utilizando el vehículo placas 110665. De igual manera, consta que ese vehículo fue removido y decomisado por la Policía de Tránsito y que el tutelado fue trasladado a la delegación policial. Empero, a criterio de este Tribunal, no consta ni se logró demostrar en el sub lite que esta persona hubiera asumido una actitud violenta o agresiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al amparado. CL Parcial
17177-12. DETENCIÓN. DURANTE MANIFESTACIÓN PÚBLICA. El recurrente manifiesta que el 08 de noviembre de 2012, a instancia del Frente Nacional, se realizó una manifestación pacífica cuyo objetivo era la defensa de la Caja Costarricense de Seguro Social, a la cual acudieron los amparados. Indica que cuando estaba por terminar la marcha, a eso de las 12:30 horas, estando sus defendidos en una actitud pacífica, de manera arbitraria y sin justificación alguna, fueron detenidos por miembros de la Fuerza Pública. Posteriormente, fueron montados a una patrulla denominadas popularmente "perrera", donde permanecieron por alrededor de cinco horas, en la vía pública parqueados al costado sur del Teatro Nacional, sin ponerles a la orden de ninguna autoridad judicial. Dice que, aproximadamente a las diecisiete horas de ese día,  fueron trasladados a la Delegación de la Policía en Barrio México, donde fueron puestos en libertad sin que en su contra se interpusiera denuncia alguna por parte de los miembros del Ministerio de Seguridad Pública. Este Tribunal ya ha tenido la oportunidad de referirse a casos como el que ahora se analizan, y en los que se cuestiona la detención de personas que participan en manifestaciones. Sobre el particular la sentencia número 2012-17027 de las 14:30 del 5 de diciembre de 2012. Además, con vista de lo informado por la autoridad recurrida, este Tribunal considera que no ha existido lesión alguna a los derechos de los amparados, pues la detención de éstos no obedeció a una decisión arbitraria por parte de las autoridades accionadas, sino al hecho de que se encontraban alterando el orden público, lo que no se refuta a partir de las pruebas aportadas a los autos. Por otra parte, si bien se tiene por probado que los amparados no fueron llevados de inmediato a la Delegación de la Fuerza Pública luego de su detención, lo cierto es que dicha situación se debió al hecho de que los manifestantes impedían el paso del vehículo donde permanecían los tutelados, de ahí que se constate que existió una razón objetiva que justificó la situación mencionada líneas atrás. Así, en razón de lo anterior, y tomando en cuenta que los tutelados fueron puestos en libertad poco más de una hora después de que ingresaran a la Delegación de Barrio México, el recurso debe ser desestimado. Se declara sin lugar el recurso. SL
17153-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. El recurrente reclama la violación de la libertad personal del tutelado, pues considera que los actos dictados en su contra por el Tribunal de Juicio y el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en cuya virtud permanece sujeto a la medida cautelar de prisión preventiva, son ilegítimos y lesionan el Derecho de la Constitución, en cuanto carecen de la debida sustentación. En este sentido, acusa que los problemas de salud que actualmente padece el amparado le impiden cumplir la medida cautelar. Esta Sala resolvió, que el criterio sostenido por las autoridades recurridas en sus informes merece plena credibilidad, justamente al no haber aportado el actor ningún elemento probatorio que nos permita desvirtuar esas afirmaciones, teniendo en consideración que el dictamen médico legal No. D.M.L. 2012-11955 en modo alguno concluye que el amparado no pueda someterse a la prisión preventiva. Queda de manifiesto que la situación impugnada no es ilegítima ni vulnera la libertad personal del tutelado, razón por la cual se debe denegar el habeas corpus, no sin  antes advertir que la Sala Constitucional no es una tercera instancia en el seno del proceso penal donde el recurrente pueda cuestionar todos los actos adoptados por las autoridades recurridas con respecto al tutelado en el ejercicio de sus competencias constitucionales y legales. Se declara sin lugar el recurso.- SL
17160-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. CASO DE TRAMITACIÓN COMPLEJA. El recurrente alega que sin que la causa que se sigue en contra de su defendido, haya sido declarada de tramitación compleja, el Juzgado Penal ordenó la prórroga de la prisión preventiva del amparado hasta el 22 de diciembre del año en curso, lo cual excede el plazo de los doce meses previstos en el artículo 257 inciso 3) del Código Procesal Penal, por lo que estima se encuentra ilegítimamente detenido. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. CL 

17164-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Los recurrentes manifiestan que contra los amparados se sigue una causa penal por el delito de homicidio en grado de tentativa. Señalan que después de transcurridos dos meses de prisión preventiva, el Juzgado Penal de Puntarenas señaló el 31 de octubre del año en curso como fecha para la audiencia en la que se conoció la solicitud de prórroga de la medida cautelar por parte del Ministerio Público. Indican que en dicha audiencia se dispuso mantener la privación de libertad por dos meses, a través de una resolución carente de fundamentación. Estiman que los hechos acusados violentan la libertad, defensa y debido proceso de sus representados. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la representante de la autoridad recurrida -bajo fe de juramento- y la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que la medida cautelar de prisión preventiva prorrogada se encuentra motivada en elementos objetivos. La participación de los tutelados se encuentra respaldada en informes policiales, testimonios, pericia médica forense, legajo de informes técnicos de valoración de riesgo en la que constan las labores de las autoridades tendientes a brindar alguna protección a los testigos y al ofendido. Por lo expuesto, considera este Tribunal que la resolución cuestionada justifica el decreto de la prisión preventiva contra el amparado Se declara sin lugar el recurso. SL
17186-12. PRISIÓN PREVENTIVA. SITUACIÓN JURÍDICA DE IMPUTADO RESUELTA EN AUSENCIA DEFENSA TÉCNICA. El recurrente alega que el Tribunal recurrido resolvió su situación jurídica en ausencia de defensa técnica y procedió a agravar su situación jurídica como imputado, al tener por desistido de manera tácita el recurso de apelación presentado por su primer defensor público. Considera que dicha situación lesiona su derecho de defensa y debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado, únicamente por la violación a la defensa técnica del amparado. Se anula el voto número 193-2012 de las 9:35 horas del 30 de octubre de 2012, emitido por el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, por violación al derecho de defensa. Se le ordena al Juez del Tribunal Juicio del Primer Circuito Judicial de San José, encargado de tramitar la causa penal, que en el plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia fije una audiencia oral para que se conozca y resuelva el recurso de apelación formulado por el defensor del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17194-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  El recurrente adujo que el Tribunal de Flagrancias de Cartago dispuso ampliar el plazo de la prisión preventiva decretada en contra del tutelado, sin concederle de previo, traslado a la defensa sobre el particular. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, en cuanto a los alegatos planteados, este Tribunal debe llevar a cabo una serie de precisiones. En primer lugar, no debe perderse de vista que esta Sala ha dicho que es procedente dictar una medida cautelar de prisión preventiva con fundamento en una sentencia condenatoria; así, en la sentencia No. 2011-015279 de las 16:14 horas del 8 de noviembre de 2011. De ese modo esta Sala advierte que en la especie, como en los antecedentes jurisprudenciales mencionados, existe una manifiesta necesidad procesal de asegurar la sujeción del imputado al proceso, toda vez que al existir una sentencia condenatoria confirmada por el ad quem, se ha dado una variación medular de las circunstancias iniciales que aumentan el peligro de fuga y acrecientan la posibilidad de que el amparado rehúya las resultas del proceso penal. Tal situación justifica la prórroga de la prisión preventiva, aún sin celebrar la audiencia respectiva. Se declara sin lugar el recurso. SL
17219-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. La recurrente manifiesta que en contra del tutelado se tramita causa penal, en donde la prisión preventiva impuesta en su contra se venció el veintisiete de noviembre pasado, sin que se haya prorrogado tal medida cautelar ni pese en su contra ninguna otra causal para estar detenido, por lo que se le mantiene privado de libertad en forma ilegítima.  Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que ha sido debidamente acreditado que el tutelado se encuentra privado de libertad por decisión del juez competente, pues mediante resolución de las 13:58 horas del 11 de setiembre de 2012, el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José dispuso como fecha para juicio el 06 de diciembre de 2012 y prorrogó la prisión preventiva del tutelado para el 06 de diciembre de 2012, lo anterior para garantizar la presencia del encartado en el debate, lo cual ha sido avalado por este Tribunal en reiteradas ocasiones. Por consiguiente, al constatarse que a la fecha que la recurrente interpuso el presente recurso -29 de noviembre-, el tutelado se encontraba en prisión preventiva debidamente dictada por la autoridad competente, lo que corresponde es declarar sin lugar el presente recurso. Se declara sin lugar el recurso. SL
17504-12. APELACIONES. JUEZA RECUSADA RESUELVE SITUACIÓN JURÍDICA DE IMPUTADO.  El accionante manifiesta, que ante el Tribunal de Apelaciones de Sentencia de San Ramón se tramita en su contra causa penal por el delito de homicidio. Señala que la jueza integrante del Tribunal recurrido procedió a conocer la causa seguida en su contra pese a la recusación interpuesta por su abogado defensor. Menciona que interpuso una denuncia contra la Jueza ante la Inspección Judicial, procedimiento que le aplicó una sanción por falta grave de amonestación escrita, resolución que fue impugnada y se está pendiente de resolver. Refiere que en razón de la situación expuesta no puede existir imparcialidad por parte de la jueza al momento de resolver el proceso penal seguido contra el amparado, en clara violación al debido proceso, derecho de defensa e imparcialidad que debe premiar en todo proceso.  Esta Sala tiene por acreditado que el Tribunal de Apelación de Sentencia declara sin lugar el incidente de recusación incoado. Al respecto, la Sala reitera los criterios vertidos en la jurisprudencia, al considerar que la procedencia o no de las recusaciones deben ser discutidas en la jurisdicción ordinaria, en razón de su competencia. Se declara sin lugar el recurso. SL
018038-12. EXTRADICIÓN. DETENCIÓN ILEGITIMA DE  EXTRADITABLE POR VENCIMIENTO DE PLAZO PARA ENTREGARLO  AL PAÍS REQUIRENTE.   El recurrente indica que en contra de su representado, existe una sentencia firme del Tribunal Penal de Pavas que autorizó la extradición hacia los Estados Unidos de  Norteamérica. Asegura que se encuentra vencido el plazo de dos meses establecido para realizar la entrega efectiva del extraditable. No obstante, a la fecha de interposición de este proceso, el tutelado continúa privado de libertad lo que, en su juicio, resulta ilegítimo. En su criterio, habiéndose vencido el plazo indicado y estando pendiente de resolver el recurso de casación y una solicitud de refugio interpuestos a favor de su representado, éste debe quedar en libertad.   Esta Sala resolvió, que  la detención del tutelado tiene fundamento en lo dispuesto en la resolución recién citada, en la que se suspendió su entrega al Estado Requirente mientras es resuelta la solicitud de refugio planteada a su favor, medida dispuesta, precisamente, para garantizar la sujeción del extraditable al proceso de extradición. Recuérdese que, como reiteradamente, lo ha establecido este Tribunal, tratándose de la extradición, los plazos de detención no son perentorios. De ahí entonces que se descarta la ilegitimidad de la detención acusada y, en esa medida, se impone desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.  SL

017501-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. El recurrente manifiesta que la prisión preventiva del amparado vencía el 19 de noviembre y no el 21 de noviembre, por lo que considera que estuvo ilegítimamente detenido.  Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, no estima que la privación de libertad del amparado sea improcedente, como alega el recurrente, toda vez que obedece a la orden emitida por la autoridad jurisdiccional competente en el ejercicio de sus funciones. En reiteradas resoluciones esta Sala se ha pronunciado sobre la potestad que tiene el Tribunal de decretar y prorrogar la medida cautelar de prisión preventiva con el fin de garantizar los fines del proceso, es decir, la actuación de la ley penal y la averiguación de la verdad material; así como también se encuentra igualmente facultado, para modificar la medida cautelar por otra menos gravosa o eliminar la existente…Así las cosas, no se constata la acusada lesión a la libertad del amparado, pues tal como se indicó, el mismo proceso penal contempla los mecanismos que permiten evaluar la medida cautelar impuesta, y en el presente asunto no se observa que se hayan irrespetado los plazos previstos al efecto. Se declara sin lugar el recurso.  SL
17596-12.  DETENCIÓN. DURANTE MANIFESTACIÓN PÚBLICA. El recurrente manifiesta que durante una manifestación pacífica en los alrededores de la Caja Costarricense de Seguro Social en la Avenida Segunda de San José,  los amparados fueron detenidos por las autoridades recurridas, sin ningún motivo ni orden judicial, más que por ejercer su derecho constitucional a expresarse y manifestarse.   Esta Sala resolvió que el operativo policial se inicio con la finalidad de permitir el libre tránsito de las personas que no participaban en la manifestación realizada en las inmediaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social en San José. Esta actuación la podía realizar la autoridad policial sin necesidad de actos violentos contra las personas que ejercían su derecho de expresión, pues aun en el caso de que los manifestantes interfirieran con el libre tránsito, se trataba de una conducta menor o contravencional, que no autorizaba por ello a realizar detenciones. Si bien el Estado tiene la potestad de hacer uso legitimo de la fuerza durante una protesta social, ello es solo para evitar serios daños a terceros, o bien, la integridad del patrimonio público o privado, situación que en este caso no se acreditó, porque los tutelados se manifestaban en forma pacífica, sin ejercer violencia sobre personas o fuerza sobre las cosas. De manera que bien pudieron los accionados identificar los tutelados en el mismo lugar y confeccionar el parte policial sin necesidad de llevarlos detenidos a la Delegación Policial. Al no hacerlo así, los recurridos incurrieron en una detención ilegitima, porque en los términos de la Constitución Política no se trataba de una conducta delictual ni se tenía orden de juez competente.  Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad porque los amparados ya gozan de ese derecho. CL
017803-12.  DETENCIÓN. CIUDADANO DETENIDO EN VÍA PÚBLICA SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA.  El accionante manifiesta, que  el amparado fue detenido a las dieciocho horas treinta minutos por oficiales de la Fuerza Pública, en las  inmediaciones de la Avenida Segunda en San José, sin mediar justificación alguna. Señala que en ese momento consultó a uno de los oficiales sobre las razones de la detención y el lugar al que llevarían al tutelado, sin obtener respuesta alguna.   Esta Sala resolvió, que después de analizar los elementos probatorios aportados éste Tribunal verifica la lesión a la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica del amparado.  Lo anterior por cuanto no se logró establecer que el amparado hubiere sido detenido por mantener una conducta violenta o agresiva, o bien que haya causado daños serios a terceros. De manera que se verifica la lesión a la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica del amparado.    Se declara con lugar el recurso. CL
018144-12. PROCESO PENAL. DENEGATORIA DE PERICIA PSICOLÓGICA PERJUDICA A IMPUTADO IMPIDE SU LIBERTAD.  El recurrente  manifiesta,  que en contra del amparado y en el tribunal recurrido se tramita causa penal por el delito de robo simple. Dice que en la toma de datos del encartado, refirió que padece de problemas mentales y ante preguntas de la Fiscalía, el amparado aseveró que tomaba medicamentos pero que en una detención previa no se los suministraron. Manifiesta que pese a ello, el Ministerio Público en la audiencia inicial solicitó la imposición de la prisión preventiva y la Defensa Técnica del encartado se opuso al procedimiento de flagrancia por estimar que era necesario realizar una pericia psiquiátrica que sirviera para determinar la capacidad de culpabilidad del amparado. Estima vulnerado sistemáticamente la libertad personal y el derecho de defensa, a la salud y a la justicia del amparado.   Esta Sala resolvió, que no es una instancia más en el proceso penal, ni le corresponde sustituir a los jueces penales en ejercicio de sus funciones, so pena de incidir  indebidamente en el ámbito de competencia de la jurisdiccional penal, en abierta contradicción con el artículo 153 de la Constitución Política. En igual sentido, tampoco corresponde establecer si la causa que se investiga debe tramitarse por medio de uno u otro procedimiento penal, o ante cuál instancia jurisdiccional, pues ello también es un asunto que debe discutirse y definirse en esa misma vía. Por ello, si a bien lo tiene el recurrente, puede acudir a la vía penal competente, a plantear los hechos objeto de este recurso, a fin de que se resuelva lo que en derecho corresponda. Se rechaza de plano el recurso. RP
17731-12. REBELDÍA. DETENCIÓN ARBITRARIA DE IMPUTADO.  El recurrente señala que se decretó la rebeldía y se dictó orden de captura contra su representado, por no haber comparecido a la continuación de la audiencia inicial, pese a haber sido citado. Reclama que el amparado fue detenido, debido una orden de captura dictada en su contra, y que hasta el día siguiente la autoridad jurisdiccional recurrida resolvió su situación jurídica, lo cual estima que violenta su libertad.  Esta Sala ha señalado que la declaratoria de rebeldía es fundamentación suficiente para proceder a la captura y posterior detención de una persona, por tratarse de una cuestión de mera constatación, así como que no se necesita de una resolución ulterior para validar la privación de libertad. Según sostiene el propio recurrente en el escrito de interposición, el fundamento de la detención sufrida por el amparado lo es la declaratoria de rebeldía existente en su contra, de donde, de conformidad con la línea jurisprudencial de esta Sala, no existe necesidad de que el Tribunal de Juicio recurrido dicte un auto posterior que fundamente la detención. En todo caso, cualquier disconformidad que tenga el recurrente con lo dispuesto, deberá alegarlo ante el propio tribunal recurrido, ya que, esta Sala, no puede sustituirlo en sus funciones o en la resolución de los asuntos sometidos a su conocimiento, porque, ello, implicaría incidir indebidamente en el ámbito de una competencia constitucional suya, según establece el artículo 153 de la Constitución Política. Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
DERECHO TRIBUTARIO
18507-12. IMPUESTO. REBAJO DESPROPORCIONADO DE TRIBUTO A PENSIONADA CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO.  La recurrente alega que es pensionada del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, donde recibía una pensión de ¢1.400.000,00 líquida. Alega que sin mediar ningún tipo de debido proceso, el Ministerio de Hacienda efectúo una retención desproporcionada el 15 de noviembre de 2012, por un monto de ¢1.300.000,00 por concepto de Impuesto sobre la Renta sobre su fondo de pensión complementaria. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Tesorero Nacional y Viceministro de Ingresos del Ministerio de Hacienda, que dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución, enderecen los procedimientos a fin de comunicar a la recurrente, como es debido, sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que se procederá a su cancelación definitiva. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso en todos sus extremos.  CL Parcial
018042-12. MOTOCICLETAS. AUMENTO EN PAGO DE MARCHO ES DESPROPORCIONADO.   El recurrente manifiesta se publicó la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial. Señala que el reglamento establecido en el artículo 61de la Ley de Tránsito citada no existe, no ha sido creado, no ha sido aprobado y no ha sido propuesto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF). Argumenta que con la entrada en vigencia de la Ley de Tránsito Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, el Instituto accionado perdió toda potestad para definir las tarifas aplicables al seguro obligatorio. Sin embargo y ante la ausencia de reglamento, el recurrido continúa utilizando y aplicando sus propios cálculos y tarifas para el cobro del citado seguro. Acusa que el accionado decidió aumentar en más de un veinticinco por ciento el monto del seguro a pagar por los motociclistas, lo cual es desproporcionado.  Reitera que el Instituto accionado no tiene potestad ni competencia para definir los montos del citado seguro, unido al hecho de que el aumento y el monto establecido por esa autoridad para el seguro de las motocicletas es desproporcionado e ilegal. Esta Sala resolvió, que el cuestionamiento planteado por el recurrente constituye una discusión de legalidad ordinaria, y en consecuencia ajena al ámbito de competencia de esta jurisdicción, pues no involucra, al menos en forma directa, lesión a derecho fundamental alguno. En efecto, revisar la procedencia o determinar la legalidad del cobro que se cuestiona, así como sus fundamentos legales, es un ejercicio jurídico propio de reclamarse ante la propia Administración recurrida o en la sede jurisdiccional común, para que -según corresponda- no se aplique o se cobre el marchamo de referencia.  Se rechaza de plano el recurso. RP
018054-12 MARCHAMO. INCREMENTO EN MONTO DE MARCHAMO PARA AUTOMÓVILES ESTA MAL CALCULADO.  El recurrente indica que el primero de diciembre de 2012 el Instituto recurrido, puso al cobro los marchamos para el año 2013, rubro en el que, la Dirección General de Tributación Directa, incrementó el valor fiscal utilizado para calcular el impuesto a la propiedad de los vehículos. Incluso, advierte que la administración reconoció que se cometieron errores de cálculo, con lo cual, los montos del impuesto de cita, se encuentran inflados.  Esta Sala resolvió, que la determinación de la forma en que deba realizarse la fijación de las tarifas de los marchamos para los automotores, así como, prever los mecanismos o los requisitos que deben cumplir los interesados, para la instauración de reclamos, son temas de legalidad, que como tales, deben ser abordados por las instancias ordinarias competentes para esos efectos .   Se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

18469-12. MIGRACIÓN. CITA PARA DOCUMENTAR CEDULA DE RESIDENCIA. El recurrente reclama que la Dirección General de Migración  y  Extranjería  ha  lesionado  los  derechos  fundamentales  de  su representada, toda vez que el 22 de noviembre del 2012 solicitó una cita en la ventanilla de documentación para documentar la cédula de residencia de la amparada, siendo que la misma le fue otorgada para el 21 de enero del 2013, lo que implica que su cliente deberá esperar dos meses sin documento  alguno, colocándola en un estado de indefensión. Según lo informado  bajo juramento, el hecho que no tenga el documento, no conlleva la posibilidad de que la tutelada sea objeto de deportación ni aprehensión pues ya existe una resolución administrativa por la cual se regularizó su estatus migratorio en el territorio nacional. Aunque este Tribunal Constitucional, anteriormente, ha acogido otros procesos de amparo por el plazo excesivo con que se le concede a un extranjero la cita  para  otorgarle  su  cédula  de  residencia (ver,  por  ejemplo,  el  Voto No.2010-7367 de las 9:43 horas de 23 de abril de 2010, en el que al interesado se le otorgó la cita a cuatro meses plazo), en este caso concreto , no se estiman excesivos o irrazonables los dos meses que debe esperar la amparada para que se le entregue su cédula de residencia, sobretodo,  si se considera  que, según lo informado, esta modalidad de atención obedece a la alta demanda por parte de usuarios que pretenden regularizar su estatus migratorio en el país y obtener un documento de residencia. Se declara sin lugar el recurso. SL
INTIMIDAD

17533-12. DATOS PERSONALES. IMPOSIBILIDAD DE TRABAJADOR DE OPTAR POR UN PUESTO POR INFORMACIÓN OBTENIDA EN INTERNET.   El recurrente alega violación del derecho a la intimidad de las sociedades recurridas, en el tanto acudió a una entrevista laboral y por la información contenida en las páginas de estas no le dieron el trabajo. Por ese motivo considera que ha sido objeto de una discriminación por parte de dicha empresa, por lo que solicita se acoja el recurso con las consecuencias legales correspondientes.   Esta Sala resolvió, que la parte recurrente debía cumplir la prevención realizada por este Tribunal por medio de la resolución de las once horas y cuarenta y seis minutos del tres de diciembre del dos mil doce, la cual se notificó de conformidad con la Ley de Notificaciones Judiciales. No obstante, lo anterior, según se explica en el resultando 4 de la presente resolución, se presentó la información incompleta, por lo que se tiene por no cumplida la prevención. Se rechaza de plano el recurso.  RP
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
18408-12. SINDICATO. SECRETARIA DE SINDICATO DESTITUIDA CON INOBSERVANCIA AL DEBIDO PROCESO. Estima la actora que se lesionó su derecho al debido proceso al removerla como Secretaria de Finanzas de la Zonal #01 de San Ramón del Sindicato recurrido. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula el acuerdo de destitución de la recurrente, como Secretaria de Finanzas de la Zonal #01 de San Ramón del Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de la Educación Costarricense (SEC) , adoptado en la asamblea del 3 de agosto de 2012 de la Zonal #01 de San Ramón de Alajuela del Sindicato recurrido. CL.

LIBERTAD DE TRANSITO

17867-12. SEMÁFORO. RETARDO EN INSTALACIÓN.  Los recurrentes adujeron que presentaron ante la Dirección General de Ingeniería de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, una gestión para que se instalara un semáforo y se demarcara un sector de la carretera que une a Cartago con Paraíso; igualmente, se reubicara una parada de autobús y se reparara una irregularidad que se localiza frente a la misma. Reclamaron que no se han ejecutado las medidas con el fin de atender lo requerido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Estudios y Diseños de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito y, Viceministro de Transporte Terrestre y Seguridad Vial, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que: a) dentro del plazo de CUATRO MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, brinden respuesta a la gestión formulada por los recurrentes, en lo referente a la instalación del semáforo en la localidad y demás demarcación y, b) de INMEDIATO, remitan el requerimiento al Consejo de Transporte Público y al Consejo Nacional de Vialidad, para que resuelvan lo correspondiente según el ámbito de sus competencias, en lo que respecta al traslado de la parada de autobuses y la reparación de la vía; deberán comunicar lo pertinente a los tutelados. CL
MINORIAS
18378-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. SALA DE CINE EN DESAMPARADOS INCUMPLE LEY 7600.   La recurrente aduce que la sociedad recurrida no permite la compra de boletos para personas con discapacidad a través de su página de internet; situación por la cual su hijo -quien posee parálisis cerebral-, tuvo inconvenientes para observar una película el día 26 de agosto de 2012 en Cinépolis Desamparados. Asimismo, aduce que dicho cine no cuenta con rampas de acceso ni con asientos destinados para personas con discapacidad.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Apoderado Generalísimo de Inversiones de Cinema de Costa Rica Sociedad Anónima, realizar las gestiones pertinentes a efecto que, dentro del plazo improrrogable de UN MES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, se permita en Cinépolis Desamparados la compra -vía electrónica-, de tiquetes correspondientes a los espacios destinados para personas con discapacidad. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
18435-12. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. EDIFICO MUNICIPAL INCUMPLE LEY 7600. El recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues alega que tanto en el Edificio de la Municipalidad de Valverde Vega como en el edificio en donde se desarrollan las actividades del Instituto de Bachillerato ITESA, instalaciones que también pertenecen a la Municipalidad de Valverde Vega, se incumple con la Ley 7600. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo de la Municipalidad de Valverde Vega, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para que las instalaciones de la Municipalidad recurrida cuenten con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad, en el plazo y según lo estipulado en la sentencia número 2012-013176 de las 09:05 horas del 21 de setiembre de 2012. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

MUNICIPALIDAD
17071-12. VÍAS PÚBLICAS. POLVO PROVENIENTE DE CAMINO DE LASTRE EN COTO BRUS AFECTA SALUD DE VECINOS. La recurrente reclama a favor de los vecinos del Barrio Tres Ríos de San Vito, pues el camino que da acceso a ese Barrio y permite la salida a la carretera principal y al Hospital de esa localidad se encuentra en lastre y en muy malas condiciones, afectando la salud de las personas que padecen enfermedades respiratorias, así como a los niños y adultos mayores, en razón de la gran cantidad de polvo que se origina al transitar los vehículos   por el lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de San Vito de Coto Brus. Se ordena al Presidente del Concejo y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de San Vito de Coto Brus, que en el improrrogable plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia inicien las acciones necesarias para solucionar el problema de la ruta cantonal que da acceso al Barrio Tres Ríos de San Vito y que permite la salida a la carretera principal y al Hospital de esa localidad. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17161-12. DESALOJO. ORDEN MUNICIPAL PARA DESALOJAR EDIFICIO DE CEN CINAI EN TIBAS SIN FUNDAMENTO. La recurrente impugna el desalojo ordenado por la Municipalidad de Tibás al CEN CINAI Tibás, por ocupar área destinada a parque. Pide que se ordene a la Municipalidad de Tibás coordinar lo necesario con el INVU para enmendar el problema y se varíe el destino del terreno, de modo que la Municipalidad pueda firmar un convenio de cooperación con el Ministerio de Salud para que el CEN CINAI continúe ocupando ese lugar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el desalojo del CEN-CINAI ordenado por la Municipalidad recurrida. CL
017749-12.  PARTICIPACIÓN CIUDADANA. OMISIÓN EN CONVOCAR A COMUNIDAD PARA CONSTRUCCIÓN DE BULEVAR EN PLAYA DOMINICAL.    Los recurrente alegan que, la Municipalidad de Osa construirá un bulevar en Playa Dominical, sin embargo, el proyecto nunca fue puesto en conocimiento a la comunidad, a fin de escuchar su posición. Además, existen una serie de anomalías relativas al proyecto. Consideran que se lesiona el principio de participación ciudadana, y el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, consagrados,  respectivamente, por los artículos 9, y 50 de la Constitución Política.    Se declara parcialmente con lugar el recurso en contra de la Municipalidad de Osa, por la lesión al principio de participación ciudadana consagrado en el artículo 9 de la Constitución Política. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de Osa, que en el plazo de OCHO DIAS a partir de la comunicación de esta sentencia, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se señale una nueva fecha de celebración de la audiencia pública referida al proyecto "Paseo Peatonal Turística en Playa Dominical", en la cual se deberá garantizar el derecho de participación en forma plena, por lo que la misma deberá ser convocada con un mínimo de 15 días de antelación. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17876-12. VÍA PÚBLICA. MAL ESTADO  DE CARRETERA EN PEREZ ZELEDÓN LA HACE INTRANSITABLE.  Los recurrentes alegan que hace más de diez años, el encargado del Proyecto del Residencial asfaltó la calle, sin embargo, esta se ha deteriorado al punto que actualmente es intransitable. Acusan que las autoridades Municipales no han realizado las acciones necesarias para darle una solución definitiva a dicho problema.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Pérez Zeledón, que de inmediato inicien las acciones que se encuentran bajo el ámbito de sus competencias para que en el improrrogable plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione el problema existente en la calle ubicada en Villa Ligia de Pérez Zeledón. CL
18395-12. VÍA PÚBLICA. MAL ESTADO DE PUENTE Y CALLE EN ALAJUELITA PERJUDICA A COMUNIDAD. El recurrente adujo que, en la comunidad de Alajuelita se presenta un grave problema por el mal estado del puente y de la calle ubicada 100 metros al norte de Bloquisa y 500 metros al norte del Colegio Técnico Cedes Don Bosco, propiamente a 10 metros de Pipasa. Indica que la infraestructura carece de los elementos mínimos de seguridad. Subrayó que en el lugar, es necesaria la instalación de un semáforo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Concejo y Alcalde, ambos de la Municipalidad de Alajuelita, que lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se repare la carretera y el puente ubicados 100 metros al norte de Bloquisa y 500 metros al norte del Colegio Técnico Sedes Don Bosco, propiamente a 10 metros de Pipasa, de tal forma que se garantice la seguridad del tránsito en la zona. CL Parcial
18379-12. CEMENTERIO. RESPETO A LOS RESTOS MORTALES DE LOS DIFUNTOS. El  recurrente  reclama  que  el administrador del Cementerio Obrero ordenó, sin debido proceso, el desalojo de los restos de sus padres, el remate de la bóveda que ocupaban y que se negó a brindarle información sobre su paradero. Reclama que tras haber denunciado esta situación al Concejo Municipal de  San  José y que se le dio traslado a la Comisión de Gobierno y Administración, a la fecha, no se le ha dado una respuesta concreta. En este caso se indica, que este Tribunal  ha señalado que los restos mortales de una persona merecen ser tratados con respeto ante sus deudos, por la significación que tienen para éstos, por lo que se citan sentencias tanto de la Sala Constitucional, como de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente de la Junta Directiva del Cementerio de Obreros, que inmediatamente, se inicie la investigación correspondiente para determinar, en forma fehaciente, si hubo desalojo de los restos mortales de los padres del recurrente y se le informe cuál es su paradero. Asimismo, se le ordena al Alcalde, el Presidente del Concejo y la Presidenta de Comisión de Gobierno y Administración, todos de la Municipalidad de San José, que se le brinde al recurrente una respuesta conforme lo indicado en el considerando VI de esa sentencia dentro del plazo de cinco días hábiles contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

017518-12. MEDIDA CAUTELAR. SE MANTIENE AUNQUE BENEFICIARIAS ALIMENTARIAS VIVEN CON DEUDOR.   La recurrente manifiesta, que  la autoridad recurrida se niega a levantar el impedimento de salida del país que pesa en su contra, a pesar que las beneficiarias de la pensión alimentaria expresamente han solicitado al Órgano Jurisdiccional recurrido la suspensión del procedimiento, en vista que actualmente residen con la promovente.   Esta Sala resolvió, que la autoridad recurrida bajo juramento ha reconocido que actualmente se ha suspendido la causa alimentaria que pesa sobre la actora, en vista que las beneficiarias actualmente residen con la  promovente. Lo anterior, sin embargo, no implica que se pueda levantar el impedimento de salida del país, teniendo en consideración lo dispuesto por el artículo 48 de la Ley de Pensiones Alimentarias, Ley No. 7654.  Pues bien, sobre tales extremos la Sala Constitucional omite todo pronunciamiento, en cuanto se trata de sendos puntos de mera legalidad que desbordan, sin duda alguna, el ámbito de competencias de esta Jurisdicción Constitucional. En efecto, a todas luces excede el objeto del habeas corpus dilucidar si cabe levantar el impedimento de salida del país al haberse dispuesto la suspensión de la causa alimentaria que se ha entablado contra la actora, teniendo en consideración lo dispuesto por los artículos 14 y 48 de la Ley No. 7654, todo lo cual más bien debe ser apreciado por el Juzgado recurrido, lugar donde la promovente disfruta de mayores posibilidades que en la vía sumarísima de este procedimiento de formular todos los argumentos y los elementos probatorios que estime necesarios para la defensa de sus pretensiones.  Cabe mencionar igualmente que la Sala Constitucional no es una tercera instancia en el seno del procedimiento de pensión alimentaria donde la actora pueda cuestionar todas las decisiones adoptadas por el Órgano Jurisdiccional recurrido en el ejercicio de sus competencias constitucionales y legales. Se declara sin lugar el recurso. SL
018028--12. MORA JUDICIAL. RETARDO EN RESOLVER INCIDENTE AMENAZA LIBERTAD DEL DEUDOR ALIMENTARIO.  El recurrente manifiesta que formuló un incidente de rebajo de pensión alimentaria el cual, por razones que desconoce, a la fecha no ha sido resuelto a pesar de haber transcurrido ya casi tres meses de presentado. Esta Sala resolvió, que a partir del informe del juez accionado es posible concluir que han transcurrido tres meses desde que se formuló el incidente de rebajo de cuota alimentaria, sin que a la fecha se haya notificado el auto de traslado a la actora, es decir, sin que se haya celebrado el paso inicial del incidente, con lapsos muy amplios entre los intentos fallidos de notificación y la siguiente gestión, sin que medie una justificación razonable de la demora. Con ello, considera la Sala se contravino el precepto del artículo 41 constitucional, por lo que el recurso debe estimarse.  Téngase el presente asunto como habeas corpus. Se declara con lugar el recurso. CL
18071-12 CUOTA PROVISIONAL. RESOLUCIÓN QUE ESTABLECE MONTO CARECE DE FUNDAMENTO.    El recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, pues considera que la resolución dictada por la Jueza Contravencional y de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón, en que se le impuso una pensión provisional de 60.000,00 colones a favor de su esposa, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución, en cuanto carece de la debida sustentación. Acusa, asimismo, que interpuso  recurso de apelación contra esa decisión, el cual, sin embargo, todavía no ha sido resuelto.    Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la violación del derecho protegido en el artículo 41 de la Constitución Política. Se ordena a la Jueza Contravencional y de Pensiones Alimentarias de Pérez Zeledón,  que adopte las medidas necesarias para que el expediente judicial sea remitido a la mayor brevedad al Juzgado de Familia de Pérez Zeledón, en aras que resuelva el recurso de apelación planteado por el actor. Se ordena, asimismo, al Juez Coordinador del Juzgado de Familia y Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur,  que adopte inmediatamente las medidas necesarias para que el recurso de apelación planteado por el actor sea resuelto con la mayor celeridad posible. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
018081-12 APREMIO CORPORAL., RESOLUCIÓN QUE LA DECRETÓ CARECE DE FUNDAMENTO.  El recurrente reclama violación a su libertad personal, pues el Juzgado recurrido ordenó apremio corporal en su contra por la falta de pago de una pensión alimentaria a pesar de que su hijo es mayor de edad y de que presentó varias gestiones al respecto, las cuales no han sido resueltas.   Esta Sala resolvió,  después de analizar los elementos probatorios  aportados, que no ha existido violación a la libertad personal del recurrente. Lo anterior, porque se constata que el Juzgado recurrido dictó la orden de apremio por constatarse la deuda a favor del hijo del recurrente. En este sentido, dado que no consta que exista alguna resolución que exima al tutelado al pago del beneficio alimentario a favor de su hijo, estima este Tribunal que la orden de apremio se dictó dentro del marco normativo, pues el numeral 52 de la Ley de Pensiones Alimentarias, dispone que la apelación tiene efecto devolutivo, mas no suspensivo, lo que implica que el monto de pensión es ejecutivo y ejecutorio, razón por la cual el recurrente continúa en obligación de cancelar el monto dispuesto por pensión alimentaria, en el tanto la autoridad judicial competente no  disponga otra cosa, ya que lo contrario sería desproteger al beneficiario. Asimismo, respecto al reclamo del recurrente de que su hijo es mayor de edad y no continúa sus estudios, este es un reclamo que se debe dilucidar en las instancias ordinarias, ya que este Tribunal no es una instancia más dentro del proceso alimentario.  Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela respecto a lo señalado en el considerando IV.  SL
18542-12. APREMIO CORPORAL. ALLANAMIENTO A VIVIENDA DE DEUDOR ALIMENTARIO CARECE DE FUNDAMENTO.  El recurrente manifiesta que fue detenido el 30 de noviembre de 2012 en su casa de habitación al ser las 14:00 horas y permanece privado de su libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, área de pensiones, en vista de la existencia de una demanda que se sigue en su contra ante el juzgado recurrido. Indica que por medio de una resolución carente de fundamentación, se allanó la vivienda del amparado, quien es enfermo psiquiátrico y en ningún momento contó con el auxilio de un defensor público.  Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que la privación de libertad de que está siendo objeto el amparado se encuentra ajustada a derecho por cuanto además de encontrar su fundamento en orden escrita de juez competente, debido a que adeudaba el pago de la pensión alimentaria de los mencionados períodos, su ejecución, mediante el allanamiento, también fue dispuesta por juez competente. Por otra parte alega el recurrente que el amparado es enfermo psiquiátrico, pero lo cierto es que en el expediente judicial no se acredita la valoración médica, ya que el demandado se rehusó a hacerla. En todo caso, ese extremo debe discutirse en la vía ordinaria para los efectos que correspondan. En cuanto a la disconformidad del recurrente de que al amparado no lo asistió un defensor en el allanamiento, la  normativa de pensiones alimentarias le provee que en el proceso pueda aportar prueba y oponer excepciones para impugnar la cuota impuesta, pues la orden de allanamiento es solamente el acto para ejecutar el apremio corporal como medida de compulsión, y la ausencia de defensor, per se, no lesiona el derecho de defensa, ya que en el proceso puede ejercer ese derecho en forma amplia. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
16882-12. TWITER. BLOQUEADA CUENTA DE CASA PRESIDENCIAL SIN RAZÓN ALGUNA.  El recurrente alega que, en meses pasados, fue –bloqueado- de manera arbitraria y sin explicación alguna, de la cuenta institucional en twitter, que ostenta la Presidencia de la República. Por esa razón, arguye que no puede acceder a la información que se publicita en dicho medio de comunicación, pese a ser de carácter público, ni interactuar con la autoridad recurrida o sus otros seguidores.    Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en relación con la libertad de expresión del amparado. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17069-12. FACEBOOK. BLOQUEADO ACCESO A PÁGINA EN INTERNET DE CASA PRESIDENCIAL SIN JUSTIFICACIÓN ALGUNA. El recurrente acusa que las autoridades recurridas bloquearon su acceso al perfil de Casa Presidencial en la red social denominada Facebook y, por ende, se le impide efectuar comentarios y preguntas de seguimiento. Además, asegura que no le fue contestado el oficio que presentó en Casa Presidencial el 24 de mayo de 2012, en el que denunció el referido bloqueo. Considera que las situaciones descritas violentan sus derechos constitucionales de acceso a la información y de libertad de expresión. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente, en relación con la libertad de expresión del recurrente. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
17082-12. REGISTRO NACIONAL. CONSULTA POR INTERNET DIFICULTA A PERSONAS CON DISCAPACIDAD SU USO. El recurrente alegó que el nuevo sitio de internet del Registro Nacional es de difícil acceso, sobre todo para personas que, como él, tienen alguna discapacidad ya sea auditiva o visual o de aprendizaje. Alegó que la nueva página de internet hace su vida más difícil. Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que no hay ninguna prueba técnica que sustente las apreciaciones del recurrente. En realidad solo expresa su descontento, el que no es suficiente para que un Tribunal Constitucional declare, como desea, que una página electrónica es lesiva de los derechos fundamentales. El recurrente solo indicó que para registrarse como usuario, se le exige una clave y un correo electrónico. Estos requisitos -explicó el Director- son necesarios para evitar las consultas –robotizadas- masivas. No considera este Tribunal que se trate de requisitos desproporcionados ni mucho menos que dependan de la capacidad visual del usuario. Se declara sin lugar el recurso. SL 
17269-12. ALETAS DE TIBURÓN. INCOPESCA PERMITE IMPORTACIÓN DE ALETAS DE TIBURÓN, SIN EXIGIR LOS CERTIFICADOS RESPECTIVOS. El recurrente manifiesta, que en Costa Rica, se prohíbe el aleteo del tiburón. Manifiesta que ante dicha limitación, algunas empresas decidieron ir a descargar las aletas en muelles de Nicaragua, para luego proceder a ingresar ese producto por vía terrestre a través de la frontera de Peñas Blancas, con fundamento en que en Costa Rica no existe prohibición para importar aletas de tiburón. Señala que tal y como lo informó INCOPESCA solo entre el primero de diciembre de dos mil diez y el veinticuatro de agosto de dos mil once, se importó desde Nicaragua una cantidad total declarada de mil seiscientos diecinueve punto seis kilos de aleta de tiburón seca, lo cual demuestra que la importación a Costa Rica de aletas desprendidas o separadas de los cuerpos ha sido permitida por las autoridades recurridas. Estima que las autoridades de INCOPESCA, en Costa Rica están permitiendo una práctica que resulta violatoria de toda la normativa protectora del recurso hidrológico, en este caso el tiburón, con la anuencia de las autoridades recurridas que -según indica- se han mantenido inertes ante la violación flagrante de la normativa que les corresponde hacer cumplir, de conformidad con el voto 06-1109 de las nueve horas cuarenta minutos del tres de febrero de dos mil seis. Reitera que la inacción de INCOPESCA y de las autoridades de Aduana violentan la nota técnica 68 emitida por PROCOMER, y favorecen el fraude de la ley, fraude que está regulado de manera precisa en el artículo 5 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento en la Función Pública. Menciona que el numeral 139 de la Ley de Pesca y Acuacultura, establece sanciones penales a quien "permita, ordene o autorice la descarga de aletas de tiburón, sin el respectivo cuerpo o vástago, en los sitios donde se descargue dicho recurso, con la finalidad de vender o comercializar dichas aletas", sin siquiera establecer que se trata de barcos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura, Director General de la Dirección General de Aduanas del Ministerio de Hacienda, Ministra de Agricultura y Ganadería, y Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, dicten las medidas requeridas para asegurar que el certificado exigido para la importación de aletas de tiburón, a su vez sea obligatorio a los efectos de su exportación y reexportación. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y lo declara con lugar por motivos diferentes.- CL
PODER JUDICIAL
017779-12. PERSECUCIÓN. FUNCIONARIA JUDICIAL OBJETO DE EXCESIVA VIGILANCIA POR ORDEN DEL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL.  La recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues, en una investigación de la Inspección Judicial realizada en su contra, fue objeto de persecución y excesiva vigilancia, lo que afectó su intimidad, su imagen, integridad moral, su honra y su autoestima. Esta Sala constató que se vulneró la esfera de intimidad personal  de la recurrente con estos mecanismos, así como también implicó una intromisión en su vida privada, pues, además, se identificó su automóvil privado y su forma de vestir. Asimismo, la Inspección Judicial, en ningún momento, se refiere sobre lo alegada por la recurrente respecto a que es la Coordinadora del despacho, indicando únicamente que en las diligencias disciplinarias no aparece nada al respecto pero que lo afirmado por la recurrente merece credibilidad, por lo que se aplicaría lo señalado en el primer precedente respecto a que el jefe de despacho responde esencialmente de la buena marcha del despacho, lo que no se ha puesto en entredicho en la investigación preliminar del caso. En este sentido, al verificarse estas irregularidades, se debe emplear lo señalado en los precedentes citados al presente caso.      Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula únicamente de la resolución del traslado de cargos, los elementos probatorios usados, en esa resolución, consistentes en los seguimientos y fotografías tomadas de la funcionaria en un parqueo afuera de su lugar de trabajo y frente a los Tribunales. Se le ordena al Presidente del Tribunal de la Inspección Judicial no incurrir nuevamente en los hechos que sirvieron de base para la estimatoria de este recurso. El Magistrado Cruz Castro da razones adicionales. CL
18318-12. MORA JUDICIAL. RETARDO EN RESOLVER RECURSOS PRESENTADOS POR DEUDOR ALIMENTARIO. El recurrente reclama que en el trámite y resolución del expediente por pensión alimentaria en su contra, se ha incurrido en dilación y mora judicial, tanto en lo referente al dictado de sentencia, como en la resolución de diversos recursos. Agrega que se le fijó una pensión alimentaria provisional, por un monto de 400,000.00 colones mensuales, que se fijó de forma indiscriminada y sin el adecuado sustento probatorio. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, por infracción al derecho a una justicia pronta y cumplida, por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
18343-12.  MORA JUDICIAL. RETARDO EN REMITIR EXPEDIENTE A SUPERIOR POR APELACIÓN. El recurrente alega que mediante resolución de las 14:30 horas del 20 de noviembre de 2012, el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú rechazó el recurso de revocatoria interpuesto por ambas partes del proceso alimentario y admitió el recurso de apelación para ante el Juzgado Segundo de Familia. Sin embargo, a la fecha no ha remitido el expediente ante el superior para la resolución correspondiente. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 41 de la Constitución Política. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
16897-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN DE RECLUSOS EN CENTRO PENAL DEL ROBLE- PUNTARENAS. El recurrente manifiesta que el centro penal recurrido cuenta con un hacinamiento al tener una sobrepoblación de aproximadamente un 50%. Lo anterior, ha provocado incidentes violentos por disputa de espacios, de campos de visita, de horarios de llamadas telefónicas y de camas, entre otros. Afirma que en la alimentación se están incumpliendo los procedimientos de higiene, ya que el aseo de los utensilios de cocina está a cargo de privados de libertad. Sostiene que como no existe control sobre la calidad del lavado, es común encontrar residuos en las bandejas, lo cual produce diarreas ocasionales. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto al hacinamiento en el Centro de Adaptación Social El Roble- Puntarenas. Se ordena al Director General de Adaptación Social, al Director del Programa Institucional, al Director del Centro de Adaptación Social El Roble-Puntarenas, al Ministro de Justicia y Paz, y al Ministro de Hacienda, que dentro de un plazo de SIETE MESES, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, adopten las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Centro de Adaptación Social El Roble-Puntarenas. Además, se ordena al Ministro de Hacienda, no efectuar recortes en el presupuesto de la Dirección General de Adaptación Social hasta tanto no se brinde una solución efectiva al problema de hacinamiento crítico que existe en el Centro Penal de Puntarenas. CL Parcial
017289-12. ATENCIÓN MÉDICA. OMISIÓN  DE AUTORIDADES PENITENCIARIAS EN TRASLADAR A RECLUSO A CITA EN CENTRO HOSPITALARIO.  La recurrente señala que  el amparado recibió atención y tratamiento médico en el Hospital México, por haber recibido 2 impactos de bala en su brazo derecho. Señala que, al momento de su egreso, el médico tratante del tutelado indicó que dejaría una cita programada para control y terapia que debía de recibir para poder ir recuperando la movilidad en su brazo. Sin embargo, a la fecha de interposición del amparo, han transcurrido 18 meses y no ha sido trasladado al Hospital México para continuar con el control médico, ni ha recibido las terapias que requiere. Con el perjuicio que tampoco ha recibido la atención médica requerida por parte del médico del centro penal, ni se le han proporcionado los medicamentos que requiere.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, a Director Médico de la Clínica La Reforma, a Director Médico General del Hospital México, y a Jefe del Servicio de Ortopedia del Hospital México, que, de forma coordinada, adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para garantizar que el amparado, sea valorada inmediatamente en el Hospital México, a efectos que se defina y aplique el tratamiento médico que requiera, conforme al criterio de su médico tratante.  CL
017311-12. CELDAS. DETENIDOS EN CÁRCELES DEL OIJ EN TURRRIALBA NO TIENEN CUSTODIOS EN LA NOCHE.  La recurrente acusa que se realizó el traslado del tutelado desde el Centro de Atención Institucional de Sandoval de Limón, a las celdas del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba desde horas de la tarde. Sin embargo, señala que por nuevas disposiciones del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, ya no queda ningún funcionario laborando en esas oficinas, ni en cárceles en horas de la noche, ni fines de semana, lo cual provocó que el  amparado y las demás personas estuvieran solos en las celdas del edificio.   Esta Sala resolvió, que del estudio del expediente,  concluye que  lo que presenta la recurrente es un reclamo referido a disposiciones de orden administrativo adoptadas por la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba. En ese sentido, el reclamo que nos ocupa, se constituye en una queja contra los funcionarios indicados, y que eventualmente podría constituir una infracción a normas disciplinarias y/o penales, cuyo conocimiento excede a la naturaleza sumaria del recurso de hábeas corpus, por ello, si considera que las conductas descritas constituyen actuaciones inadecuadas, ello deberá denunciarlo ante las propias autoridades recurridas o antes instancias judiciales respectivas. No obstante lo anterior, vale recordar al recurrido, que es su obligación como Jefatura velar porque las disposiciones de orden administrativo sean acatadas y así evitar lesionar o amenazar la integridad física de los privados de libertad que son puestos a su orden. SL
017768-12. CONDICIONES. MALAS CONDICIONES HIGIÉNICAS DE CELDAS AFECTA SALUD DE RECLUSOS. Los recurrentes, que son privados de libertad en el Pabellón E-1 del Centro de Atención Institucional de Pococí, solicitan el amparo de su derecho a la salud, por cuanto, están siendo afectados por una plaga de moscas que se ha convertido en un problema sanitario que no solo los afecta a ellos sino, también, a todos los visitantes del centro penitenciario. Sostienen que el problema sanitario y las plagas se han generado, por cuanto, la  Municipalidad de Pococí se niega a recoger la basura que se genera en el centro penitenciario.   Se declara parcialmente con lugar el recurso contra la Municipalidad de Pococí. Se les ordena a Alcalde Municipal y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Pococí, que procedan, de forma inmediata, a restablecer el servicio de recolección de basura en las afueras del Centro de Atención Institucional de Pococí (La Leticia)  CL Parcial.  

018000-12. CONDICIONES. RECLUSO SE MANTUVO EN PERRERA  PORQUE HOSPITAL NO TIENE AREA DE ESPERA.   El recurrente, quien se encuentra privado de libertad, alega que fue traslado a una cita médica en el Hospital de Guápiles, donde se le indicó a uno de los custodios que debía esperar afuera en el vehículo hasta el momento de su atención porque no cuentan con áreas para privados de libertad, razón por la cual se le mantuvo por más de 45 minutos encerrado en el carro, bajo un fuerte calor, en condiciones crueles y degradantes.    Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra las autoridades recurridas de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se advierte a Directora General del Hospital de Guápiles, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. Respecto a la Directora del Centro del Programa Institucional Pococí, se declara sin lugar el recurso. CL
018093-12.  CONDICIONES. RECLUSO CON ENFERMEDAD CARDIACA DUERME EN EL SUELO.  El recurrente reclama que su representado padece problemas cardíacos y debe tener un control médico constante y una dieta especial, lo cual no está recibiendo en el centro de Atención Institucional de San José, aunado a ello, el tutelado duerme en el suelo debajo de un lavatorio en condiciones deplorables.   Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Director y Director Médico de la Clínica respectivamente, ambos funcionarios del Centro de Atención Institucional de San José, que en el término improrrogable de 15 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se suministre al amparado una cama de conformidad con las –Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos- adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Armijo Sancho da razones adicionales.  CL Parcial
017780-12. AGRESIÓN. RECLUSOS SON OBJETO DE AMENAZAS Y AGRESIONES POR OFICIALES DE SEGURIDAD. El recurrente manifiesta,  que se encuentra recluido en el Ámbito A del centro penal recurrido. El 10 de octubre de 2012 planteó una denuncia ante su defensor público, en el sentido que había sido objeto de agresión física por parte del Supervisor de Seguridad del Ámbito A y varios oficiales de Seguridad de la Escuadra B del centro accionado. Lo anterior es frecuente en el centro recurrido, habida cuenta que los privados de libertad reciben maltrato, persecución, agresión y amenazas, es decir, abuso de autoridad.    Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida bajo juramento, que no aprecia en el caso concreto ninguna situación ilegítima que viole o amenace los derechos fundamentales del tutelado, razón por la cual lo procedente es declarar sin lugar el recurso. En efecto, aunque sostiene el promovente que las autoridades recurridas lo han amenazado y agredido, concretamente, el pasado 9 de octubre de 2012, ello ha sido desmentido por los recurridos en su contestación, quienes han explicado que al tutelado únicamente se practicó un cacheo por su actitud sospechosa y se le decomisó un punzón de varilla de 32 centímetros de largo por un 1/2 de pulgada de ancho, razón por la cual el tutelado lanzó fuertes improperios contra los servidores de la dependencia recurrida, lo que motivó su traslado al Ámbito de Convivencia D del centro recurrido. Por otra parte, llama profundamente la atención del Tribunal Constitucional el resultado de la pericia ordenada a la Clínica Médico Forense del Organismo de Investigación Judicial, en el sentido que no se pudo demostrar ninguna relación de causalidad entre los síntomas que aparentemente sufre el tutelado y los hechos que según el actor los propiciaron. Se declara sin lugar el recurso.- SL
18416-12. HACINAMIENTO. SOBREPOBLACIÓN PENAL EN CENTRO PENAL LA REFORMA.  La recurrente denuncia que: a) existe sobrepoblación en el Ámbito D del CAI La Reforma; b) hay un grave problema por la falta de abastecimiento de agua potable para consumo humano, y para los servicios sanitarios; c) no hay acceso a los servicios médicos, ni alimentación adecuada, relaciones de convivencia y atención profesional. Lo anterior, considera que genera un perjuicio a los derechos del amparado y demás privados.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social y Director Centro de Atención Institucional La Reforma , que en el plazo de 3 meses deberán garantizar el abastecimiento de agua en forma ininterrumpida en el Ámbito D y en el término establecido en la sentencia número 2012-014617 de las 9:05 horas del 19 de octubre de 2012, adoptar las medidas necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran en el Ámbito D del Centro de Atención Institucional La Reforma, sobre lo que deberán informar a esta Sala, cada 3 meses. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
18593-12. AMENAZAS. OMISIÓN INSTITUCIONAL EN TRAMITAR DENUNCIA DE RECLUSAS PONE EN RIESGO SUS VIDAS.  El recurrente adujo que las tuteladas, quienes se encuentran privadas de libertad en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, fueron amenazadas por una de sus compañeras de módulo. Reclamó que, pese haber puesto dicha circunstancia en conocimiento de las autoridades penitenciarias, estas no han ejecutado las medidas pertinentes con el fin de salvaguardar sus vidas e integridad física.   Esta Sala resolvió, con vista del informe rendido por la autoridad recurrida, que fue en función de la medida cautelar dictada por este Tribunal, que éstas fueron reubicadas con el fin de salvaguardar sus vidas e integridad física. Resulta claro, entonces, que, de no haber acudido a este Tribunal, probablemente las autoridades penitenciarias no hubieran ejecutado las medidas pertinentes con ese fin, lo que resulta, desde todo punto de vista reprochable. Se declara con lugar el recurso. CL
SERVICIOS PÚBLICOS
17067-12. INTERNET. DENEGADA CONEXIÓN POR FALTA DE INFRAESTRUCTURA. La recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que solicitó el servicio de Internet ante las oficinas del ICE de Paquera, pero su solicitud fue denegada aduciendo que la instalación no es posible, en razón de la distancia entre la base de la torre y su línea de teléfono. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, disponer lo que corresponda para que dentro del plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, dicho ente plantee un proyecto con cargo al FONATEL a efectos de que se valore la viabilidad de instalar la infraestructura en materia de telecomunicaciones en beneficio de los vecinos de la comunidad de San Rafael de Paquera, con el fin de garantizar el acceso a Internet. CL
17157-12. TELÉFONO. DENEGADA LÍNEA TELEFÓNICA FIJA  A USUARIA EN AGUIRRE DE PUNTARENAS. El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, toda vez que el Instituto Costarricense de Electricidad se niega a brindarle el servicio de telefonía en su vivienda, la cual necesita entre otras cosas para tener Internet de Racsa. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena aL Jefe de la Agencia Telefónica de Quepos, y al Coordinador de la Región Pacífico Central, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, disponer lo que corresponda para que dentro del plazo improrrogable de dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, dicho ente plantee un proyecto con cargo al FONATEL, a efectos que se valore la instalación de telefonía fija en el inmueble del recurrente situado a 5.5 km de la Central de Naranjito en Londres de Aguirre, Puntarenas. CL















